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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 



SMtenlendo 

la etjecución de la sentenoia de 1? de Octubre de 1884 

del amparo otorgado 

A LOS SESÍORES FERXáNBO BE LA GARZA CANTÚ Y SOCIOS 



Contra los permisos de 25 de Enero, 1? y 4 de Febrero del mismo afio, 

dados por el Juez de Letras de Ifonclova, 

para la explotación del carbón de piedra, y solicitando se declaro sin logar el amparo que 

contra la ^ecucidn de la mencionada sentenoia promovió 

EL LIO. ANTONIO DE LA FUENTE 

llamándose representante de la supuesta Compafiia Carbonífera de Sabinas, 

por Tiolaoión 

de los arts. 4, Ifty 37 de la Constitución Federal. 
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México, Octubre 1? de 1884. — ^Visto el juicio de amparo pro- 
movido por Gregorio Velasco como apoderado de Adolfo de la 
Garza, Fernando de la Garza Cantú, Constancio de la Garza, 
y hermanas Tomasa, Teó&la, Basilia^ Luisa y María del Refugio 
de la Garza, Tomás Lugo y Mariana Guedea de García, ante el 
Juzgado de Distrito de Piedras líegras, contra los efectos del 
Reglamento de 27 de Diciembre de 1883, expedido por el Go- 
bierno del Estado de Goahuila, y contra los actos del Juez de 
Letras de Monclova, que fundado en dicho Reglamento concedió 
permiso para explotar el carbón mineral descubierto en la banda 
izquierda del Rio de Sabinas, en una extensión de quince ó diez 
y ocho sitios de ganado mayor á Patricio Milmo, Evaristo Ma- 
dero, Miguel González y socios; cuyos permisos fueron dados 
en 26 de Enero, 1? y 4 de Febrero del presente año, con exclu- 
sión de todos los demás comuneros de la hacienda del Álamo, en 
cuya comprensión está el área carbonífera, y dentro de ella el 
rancho de San Felipe, perteneciente á uno de los quejosos. Vistas 
todas las constancias de este expediente, y 

Considerando: que el Reglamento expedido por el Ejecutivo 
del Estado de Coahuila en 27 de Diciembre del año próximo pa- 
sado, modifica de una manera esencial la ley expedida por el Con- 
greso del Estado en 25 de Agosto de L882 que pretende regla- 
mentar; que importando esta modificación un nuevo decreto, para 
cuya expedición no ha tenido facultades el Ejecutivo del Estado 
por prohibírselo expresamente el art. 60 de la Constitución fede- 
ral, ha faltado el motivo legal en que el Juez de Letras de Mon- 
clova expidió los permisos referidos, y por consiguiente se ha vio- 
lado en perjuicio de los quejosos la garantía que otorga la misma 
Constitución en su art. 16: que por consiguiente, también se ha 
violado su art. 27, supuesto que los quejosos, como comuneros 
en la propiedad de los terrenos carboníferos, tenían los derechos 
que les reconocía el decreto de 25 de Agosto de 1882, y que les qui- 
tó el Reglamento de Diciembre de 1883: que además, cuando se 
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ha expedido dicho Beglamento ya el Congreso de la Unión había 
declarado reformada la frac. 10*^ del art. 72 constitucional, y por 
consiguiente no tenían los Estados facultad para legislar en ma- 
teria de minería. 

Por estas consideraciones, y las demás en que se apoya la sen- 
tencia del Juez de Distrito, se declara: que es de confirmarse y 
se confirma esa sentencia, y que la Justicia de la Unión ampara 
y protege á todos los quejosos contra los actos expresados. 

Devuélvanse las actuaciones al Juzgado de su origen con tes- 
timonio de esta sentencia, archivándose á su vez el Toca. 

Así, por unanimidad de votos en cuanto á la resolución, y por 
mayoría respecto de sus fundamentos, lo decretaron los CO. Pre- 
sidente y Ministros que formaron el Tribunal pleno de la Corte 
Suprema de Justicia de los Estados -Unidos Mexicanos, y fir- 
maron. — 'PresidentQjMigíiel Atiza. — Ministros: Ouillermo Valle. 
— Uleuterio Avila. — M. Contreras. — F. Vacaje Melesio T. Alcán- 
tara. — Fernando J. Corona. — Miguel Villalobos. — Joaquín Escoto. 
— Eduardo Euiz. — Enrique Landa^ secretario. 



Eancho de San Felipe, Noviembre 22 de 1884. — Vista la infor- 
mación testimonial que precede, así como la inspección ocular 
practicada por este Juzgado con objeto de ejecutar la resolu- 
ción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los térmi- 
nos que las leyes establecen restituyendo las cosas al estado que 
guardaban antes de violarse la Constitución y 

Considerando: que la ejecutoria de la Suprema Corte de Jus- 
ticia ha concedido el amparo á los quejosos contra los permisos 
otorgados en 25 de Enero, 1? y 4 de Febrero del corriente año, 
para explotar las áreas carboníferas que en ellos se mencionan, 
los efectos de la concesión del recurso en tales casos importa la 
nulidad de dichos permisos : que basados en la anticonstituciona- 
lidad del decreto que los motivara, no pueden producir ningún re- 
sultado legal para aquellos que lo reclamaron : que las obras em- 
prendidas por la Compañía Carbonífera y trabajos de minas, no 
han tenido otro origen que los actos del Juzgado de Letras que 
los autorizaron para la explotación del carbón, así como al Sr. 
Patricio Milmo al señalar otra extensióii determinada para ex- 
plotar la uUa, no tienen otro fundamento esos actos, y por lo mis- 
mo no pueden ni deben tener ya efecto en virtud de aquellas con- 
cesiones, en cuanto á los quejosos, porque sería tanto como hacer 
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nugatoria la disposición que los ampara : que la reposición de las 
cosas al estado que guardaban antes, debe concretarse en tales 
casos á impedir se continúe la violación de las garantías que se 
han protegido por la Justicia de la Unión, lo que no se verifica- 
ría si la explotación del carbón continuase haciéndose por las 
personas agraciadas por las resoluciones del Juzgado de 25 de 
Enero, 1? y 4 de Febrero del corriente año: que si bien es cierto 
que durante el juicio que motiva el amparo en virtud de los de- 
rechos aun no definidos, se han ejecutado trabajos extrayendo 
grandes cantidades de carbón, los efectos de la ejecutoria que hoy 
se cumple no debe llevarse hasta hacer la reposición de esa ma- 
teria, porque á la vez que imposible de ejecutarse físicamente, no 
sería objeto de este lugar, sino de un juicio distinto, y cuyos dere- 
chos tienen expeditos los quejosos para hacerlos valer ante y como 
corresponda: que el Juzgado ha procurado proveerse de los da- 
tos que justifiquen sus procedimientos, para no incurrir en los 
extremos de falta ó exceso en la ejecución, si es que contra sus 
actos puede caber tal recurso, y para el efecto ha investigado 
que la Compañía Carbonífera actualmente poseedora de los te- 
rrenos en cuya posesión se ha amparado al Sr. Fernando de la 
Garza y compartes, debe su origen á los mismos actos de la auto* 
ridad de Mondo va, cuyos permisos motivaron la queja: que si 
en la inspección ocular se hace relación de la mina de San Felipe 
con las pertenencias que le corresponden, ha sido para respetar 
los derechos litigiosos que sobre ella existen, pero no para con- 
sentir en una explotación que antes se había intentado, y que si 
después se ha hecho, ha sido á virtud de consecuencias de los res- 
pectivos permisos que en ninguna manera pueden considerarse 
ya como vivos; que de la misma manera se ha construido el ra- 
mal de ferrocarril de que queda hecha mención en la diligencia 
anterior del Juzgado, ocupándose la propiedad particular garan- 
tizada, y sin los requisitos que establece la ley, y á cuyo ramal 
no puede considerársele en los términos de la concesión, porque 
allí termina, y porque el objeto ha sido los beneficios particulares 
que procura á la Compañía para la explotación que hasta ahora 
ha hecho, y por lo mismo, los derechos que ella misma pudiera 
alegar á la vía en el presente caso, no deben entenderse por estar 
fuera de los términos de la concesión, y aun cuando estuvieren 
dentro de ella, la explotación que verifican se sale de la exten- 
sión otorgada en el contrato, puesto que extraen el carbón á una 
distancia de más de cien metros de la vía herrada. 
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Por tales razones, el Juzgado decreta: 1? Notifíquese á los 
agentes ú ocupantes á nombre de la Compañía Ferrocarrilera 
Carbonífera de Sabinas, se abstengan de todo uso en los terre- 
nos que ocupa, suspendiendo todo trabajo en el acto, y dejando 
de bacer todos aquellos actos que tiendan á modificar la pose- 
sión y propiedades de los quejosos en las que han sido amparados, 
quedando entendidos de la desocupación del terreno que deberán 
hacer dentro del término de tres dias, contados desde la notifi- 
cación. 

2? Hágase igual notificación á todas las personas que, como 
población minera, ó con motivo de ésta, se encuentren estable- 
cidos en el terreno ocupado. 

3? Notifíquese al Sr. Patricio Milmo ó á su representante, se 
abstenga igualmente de todo uso y explotación en la área car- 
bonífera por él señalada, prohibiéndole por el presente manda- 
miento todo acto que tienda á impedir la ejecución del superior 
fallo que hoy se cumple, sin que previamente deje allanados los 
requisitos legales. 

4? La suspensión á que se refieren las anteriores prevenciones, 
deben extenderse á la mina de San Felipe, la que quedará en el 
estado litigioso que antes tenía. 

5? Quedan á salvo los derechos á la responsabilidad civil, para 
que los deduzcan los interesados en el juicio que corresponda. 

6? Hecho todo, dése cuenta al Juzgado de Distrito con el re- 
sultado, como está prevenido. Así lo proveyó y firmó el C. Ea- 
fael Fuentes, Juez sustituto del de Letras del Distrito de Eio 
Grande, actuando con testigos de asistencia. Damos fe. Rafael 
Fuentes. — A. — O. Salazar.^A. — B. K Oarcia. 



Piedras Kegras, Marzo doce de mil ochocientos ochenta y cin- 
co. — Visto este juicio de amparo promovido por el Sr. Lie. An- 
tonio de la Fuente, como apoderado de la Compañía Carbonífera 
Ferrocarrilera de Sabinas, en 24 de Noviembre próximo pasado, 
con motivo de que el Juez 1? local de Zaragoza, sustituto del de 
letras del Distrito de Eio Grande, al ejecutar el fallo pronuncia- 
do por la Suprema Corte de Justicia de la Unión en 1? de Octu- 
bre anterior, en el amparo promovido por el Sr. D. Fernando de 
la G^za Canta y socios contra los efectos del Eeglamento del 
Gobierno de este Estado, expedido en 27 de Diciembre de 1883, 
por creer el quejoso Lie. de la Fuente que el expresado Juez de 
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Zaragoza ha violado oon sus procedimientos las garantías indi- 
viduales á que se refieren los arts. 4?, 16 y 27 de la Constitución 
general de la Bepública: Vista la ejecutoria de la Suprema Cor- 
te de Justicia de 23 de Diciembre del año pasado, en la que re- 
vocando el auto de este Juzgado de 25 de Noviembre de 1884, 
mandó admitir el recurso y suspender provisionalmente los ac- 
tos reclamados por el expresado Sr. de la Fuente: Ylsto el in« 
forme de la autoridad contra quien se entabla la queja, el parecer 
fiscal, las pruebas rendidas en el juicio, y todo lo demás que 
consta de autos y convino tenerse presente; y 

Considerando: quede las pruebas documentales aducidas en 
el tiempo legal por el quejoso, consta que sus representados son 
dueños de las cinco pertenencias que constituyen la mina de San 
Felipe, cuya adquisición no fué en virtud del reglamento que se 
declaró anticonstitucional, sino conforme á las Ordenanzas del 
ramo, vigentes en el tiempo de la adquisición ( documento cons- 
tante en el cuaderno de pruebas bajo las páginas 3 y 4); no es- 
tando, en consecuencia, comprendidas dichas pertenencias en el 
fallo de la Suprema Corte, que sólo se refiere á las minas adqui- 
ridas por los permisos concedidos conforme al expresado regla- 
mento, violándose por el Juez ejecutor al extender el fallo que 
cumplimentaba en las personas representadas por el Lie. de la 
Fuente la garantía que otorga á todo hombre el art. 4? de nues- 
tra Constitución, supuesto que la mina de San Felipe no estaba 
comprendida en la sentencia de la Suprema Corte. 

Considerando: que al decretarse por el Juez de Zaragoza la 
desocupación ó abandono de la mina referida, aun en el supuesto 
de que estuviera comprendida en la sentencia, resolvió el Juez 
sobre la propiedad de dicha mina, toda vez que el acto del lan- 
zamiento era en el concepto de que los ocupantes no eran due- 
ños, cosa que inconcusamente no correspondía decidir al ejecutor 
del fallo de que se trataba, faltando por esta razón la competen- 
cia á la autoridad referida, faltando también, como se ha dicho, 
la causa legal del procedimiento, pues éste lo fundó en la sen- 
tencia, la cual no hablaba de la mina de San Felipe, razón por 
la que el decreto dicho fué pronunciado con infracción del art. 
16 de la misma Constitución. 

Considerando: que en cuanto al terreno ocupado por la mis- 
ma Compañía con habitaciones para los mineros, la ocupaba á 
título de coaccionista en el terreno común de la Hacienda de 
Álamo, impidiendo con este lanzamiento la continuación de los 
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trabajos en dicha miüa y obrándose también por el repetido Juez 
de Zaragoza en contravención alo dispuesto en las antiguas Or- 
denanzas de Minería^ que prohibían la suspensión de las traba- 
jos mineros en todo caso. 

Considerando: que con el decreto de que se queja el Lie. de la 
Fuente, se priva individualmente á la Compañía Carbonífera 
Ferrocarrilera de su propiedad sin forma alguna de juicio y sólo 
por la mala aplicación que se hace de una sentencia que no tie- 
ne ninguna relación con la expresada propiedad, y que sólo se 
refiere á las minas que se adjudicaron conforme al decreto ó re- 
glamento de que se quejaron D. Fernando de la Garza y socios, 
se infringe también la garantía de que habla el art. 27 constitu- 
cional, porque sin que se dé la causa de utilidad pública á que 
se refiere, se expropia al quejoso de la que legalmente pertenece 
á sus representados. 

Considerando por último: que el Juez tantas veces repetido, 
de Zaragoza, al declarar su auto de 23 de noviembre del año 
pasado, exceptuó del mandato que dicho auto contenía lo tocan- 
te al terreno ocupado por el ramal de la vía férrea que partiendo 
de Arroyo Blanco va á terminar cerca de San Felipe, no tenien- 
do por este hecho caso la queja respecto de este punto, puesto 
que no llegó á ejecutarse dicho mandato en esta parte. 
^ Por estas consideraciones, de conformidad con el parecer fis- 
cal, y con fundamento en los arts. 101 y 102 de la Constitución 
general de la Eepública, se resuelve: — Primero: La Justicia de 
la Unión ampara y protege al Lie. Antonio de la Fuente como 
apoderado de la Compañía Carbonífera Ferrocarrilera de Sabi- 
nas, contra los actos del Juez 1? local de Zaragoza, sustituto del 
de letras del Distrito de Eio Grande, por los cuales, y mediante 
su auto de 22 de Noviembre del año pasado, mandó se abando- 
nara por los quejosos la mina, y que la población minera deso- 
cupara sus habitaciones. Segundo: Se sobresee en cuanto á la 
desocupación del terreno en que está el ramal del ferrocarril por 
haber el Juez de Zaragoza revocado su auto en la parte relativa 
al expresado ramal. Tercero: Notifíquese, publíquese y remí- 
tanse estos autos á la Suprema Corte de Justicia, para su revi- 
sión. Así, definitivamente juzgando, lo sentenció y firmó el C. 
Juez de Distrito del Norte de Coáhuila, por ante mí el Secreta- 
rio. Doy fe. — Lie. O. Ooroztieta. — Lie. Bíbicmo Villareal.^Bú* 
bricas. 
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SeS^ores Magistrados: 



Francisco E. Beyes y Kamón Espinosa, apode- 
rados jurídicos de los Sres. Temando de la Garza 
y socios, con el derecho que asiste á sus represen- 
tados para sostener la ejecutoria de esta Suprema 
Corte de Justicia, pronunciada en el juicio de am- 
paro contra los actos del Juez de 1?^ instancia de 
Monclova por los permisos que otorgó el 25 de 
Enero, 1? y 4 de Febrero de 1884, y con los que 
se declararon violados los derechos que asisten á 
los mencionados Sres. Garza y socios, en los te- 
rrenos carboníferos de las Haciendas de Encinas 
y el Álamo, y siguiendo la laudable práctica esta- 
blecida por este Supremo Tribunal, de oir las ale- 
gaciones que se hagan para esclarecer los puntos 
de hecho y de derecho en los juicios de amparo, 
en los que la ley vigente no admite como partes 
á los que no son los quejosos, se presentan, ante es- 
ta superioridad, con el exclusivo objeto de darle á 
conocer los derechos á que debe estenderse la men- 
cionada ejecutoria, para que pueda resolver en jusr 
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ticia, y con pleno conocimiento de causa, el am- 
paro que los detentadores de las minas de San 
Felipe y vía férrea, que se encuentran en los te- 
rrenos, propiedad de los Sres. Femando de la Gar- 
za y socios, han solicitado contra la ejecución de 
la sentencia de 1? de Octubre del año próximo pa- 
sado, invocando la violación de las garantías con- 
tenidas en los artículos 4, 16 y 27 de la Constitu- 
ción federal. 



La propiedad es el primero y más esencial de 
los derechos que puede tener el hombre sobre los 
bienes jurídicamente considerados, la cual es una 
cualidad moral que va inherente y encarnada en 
las cosas que están en nuestro patrimonio: es el 
lazo de unión que las liga al propietario, sin que 
pueda disolverse, sino por un hecho ejecutado por 
él mismo. Esta unión íntima é indisoluble, entre 
el propietario y sus bienes, es la que produce el de- 
recho de defenderlos y de reivindicarlos de cual- 
quiera que intente poseerlos ó los posea; y este 
derecho es el que forma el carácter principal y dis- 
tintivo de la propiedad en el estado civil. 

Comprende este derecho la facultad de disfrutar 
los bienes ó de hacerlos servir á todos los usos lí- 
citos y posibles, y la de impedir á los demás que 
nos turben en el pacífico disfrute de ellos, y la de 
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disponer libremente de cuantos nos correspondan 
con arreglo á las disposiciones legales. 

La ley 27 del Tít. 2?, Part. 3^ define el dominio 
diciendo: que "es el derecho <5 facultad de gozar 
y disponer libremente de las cosas con sujeción á 
las leyes, 6 sea el derecho de disponer libremente 
de nuestras cosas, á no ser que la ley, el pacto ó 
la voluntad del testador, nos lo prohiba." 

La libertad de disponer 6 de gozar, que consti- 
tuye el dominio, está limitada por la ley, la cual 
arregla y garantiza éste, como todos los demás de- 
rechos, concillándolos con los de los demás ciuda- 
danos y con el de la sociedad, y evitando que 
aquella degenere en un abuso perjudicial; de aquí 
es que, la ley sanciona, conforme con el derecho 
natural, que no sea con perjuicio de tercero: esta- 
blece las prescripciones contra el abandono,*y mar- 
ca otras limitaciones conforme á las circunstancias 
y el uso del lugar. El testador y la convención le 
restringen en igual modo aquella libertad, marcan- 
do ciertas cargas y determinando algunos casos 
en que haya de disponerse ó usarse en ésta ó en 
aquella forma, á cuyas disposiciones debe someter- 
se el que adquiera, siendo lícitas y honestas. 

La ley, garantizando el dominio, sanciona como 
un principio constitucional, enumerado entre las 
garantías individuales, que la propiedad de las per- 
sonas no puede ser ocupada sin su consentimiento, 
sino por causa de utilidad pública y previa indem- 
nización. 

Esto mismo se hallaba ya dispuesto en las leyes 
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antiguas: en la 2?, Tít. 1^, Part. 2?, y en la 31? del 
Tít. 18? de la Part. 3?^ En la primera se lee: "Quando 
el Emperador quisiese tomar heredamiento 6 algu- 
na otra cosa á algunos, para sí <5 para darlo á otro, 
como quier que el sea señor de todos los del im- 
perio para ampararlos por fuerza 6 para mantener- 
los en justicia, con todo eso non puede él tomar á 
ninguno lo suyo sin su placer^ si nonficiese tal cosa 
porque lo debiese perder según la ley. E si por aven- 
tura gelo ouiesse á tomar, por razón que el Empera- 
dor ouiese menester de fazer alguna cosa en ello 
que se tornase á pro comunal de la tierra, tenudo 
es por derecho de le dar ante buen cambio que vala 
tanto ó más de guisa que el finque pagado , á bien 
vista de omes buenos. Ca maguer los romanos que 
antiguamente ganaron con su poder el señorío del 
mundo, fiziesen Emperador é le otorgasen todo el 
poder é el señorío que habian sobre las gentes, pa- 
ra mantener i defender derechamente el pro co- 
munal de todos, con todo eso no fué su entendi- 
miento de lo fazer Señor de las cosas de cada uno, 
de manera que las pudiese tomar á su voluntad." 
En la 31 se lee: ^^ contra derecho natural seria é 
non valdria la carta del Emperador, Rey ú otro 
Señor, si diesen las cosas de un ome á otro non 
aviendo fecho cosa porque las debiese perder aquel 
cuyas eran. Fueras ende, si el Rey las oviese me- 
nester por facer de ellas <5 en ellas alguna labor <5 
alguna cosa que fuese á pro comunal del reino, así 
como si fuese alguna heredad en que oviesen á fa- 
cer castillo 6 torre, <5 puente <5 alguna otra cosa se- 
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mejante de estas, que tomase á pro 6 á ampara- 
miento de todos <5 de algún lugar señaladamente. 
Pero esto deben facer en una de esta^ dos maneras: 
dándole cambio por ello primeramente^ ó comprán- 
doselo según que valieren 

Las anteriores disposiciones, que elevadas á pre- 
cepto constitucional tienen por objeto proteger los 
derechos individuales que estriban esencialmente 
en las leyes civiles, no hubieran logrado su objeto, 
si no se hubiera establecido por la Constitución 
federal y ley reglamentaria respectiva, el juicio de 
amparo, que viene á constituir el poder conserva- 
dor y el equilibrio que debe existir en las autori- 
dades establecidas; porque encerrando á éstas den- 
tro del estrecho límite de las facultades que la ley 
les señala, logra cerrar la puerta á todo abuso que 
tienda á menoscabar en algo los derechos indivi- 
duales, 6 sean las garantías que la Constitución 
otorga, como la base y objeto de las instituciones 
sociales. 

Si el reposo de la sociedad que estriba en el li- 
bre y cumplido goce de los derechos individuales, 
viene protegido por la ley civil, es claro que la 
violación de los preceptos de donde emana la pro- 
piedad, tiene que ser reparada en el pleno goce y 
disfrute que proporciona el dominio pleno, y hace 
seguros y efectivos los derechos individuales. 

Como hemos expresado, la propiedad da dere- 
cho á todo lo que ésta produce, y á todo lo que 
se une á ella por la acceción, ya sea natm'al ó ar- 
tificialmente. A la propiedad se le suele separar 
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la posesión que el hombre puede tener sobre los 
bienes, y entonces tiene sus atributos característi- 
cos y especiales que á su vez produce derechos in- 
separables de la persona del poseedor. 

Los jurisconsultos han disputado y controvier- 
ten todavía con calor, si la posesión constituye un 
derecho real independientemente del de la propie- 
dad, 6 si €S un simple hecho dado que pueda con- 
ducir á la adquisición de un derecho. 

Para resolver esta cuestión, sencilla en nuestro 
concepto, es necesario distinguir, como lo hace Mr. 
TouUier en su tratado sobre la posesión, entre la 
posesión ó simple detentación, y entre el derecho 
de poseer y el derecho de posesión. 

La posesión ó simple detentación, no es más 
que un hecho, y por lo mismo no puede transfe- 
rir ningún derecho real: el derecho de poseer es el 
que corresponde al propietario, y entonces su de- 
recho se confunde con el de la propiedad, y no 
constituye un derecho real independientemente de 
ella. 

El derecho de posesión compete al que la ha 
disfrutado por más de un año, y como éste debe 
ser poseedor en fuerza de un título legal que ha- 
ya de respetarse, tiene el derecho de ser mante- 
nido en el disfrute de ella contra los que quieran 
perturbárselo, por lo que esta posesión es más que 
un hecho, y envuelve un derecho real por su na- 
turaleza. 
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II 



Los señares representados por el Señor Licen- 
ciado Antonio de la Fuente, se han quejado de ha- 
bérseles violado diversas garantías, en la ejecu- 
ción de la sentencia de 1? de Octubre de 1884, otor- 
gada á favor de los señores Garza y socios, con- 
tra los permisos de 25 de Enero, 1? y 4 de Febre- 
ro del mismo año, concedidos por el Juez de 1? 
instancia de Monclova, interponiendo el recurso 
de exceso de ejecución y el juicio de amparo para 
obtener ó reparar la violación, que dicen haber su- 
frido en los derechos civiles, que pretenden dis- 
frutar en la mina de San Felipe y sus cinco perte- 
nencias, ubicadas en los terrenos de la Hacienda 
del Álamo. 

Para ftindar los derechos civiles que aseguran 
tener en la expresada mina de San Felipe, han de- 
bido presentar los títulos civiles que, constituyen- 
do la propiedad de la mina, les hayan podido ser 
ofendidos al ejecutarse la mencionada sentencia 
de ]^ de Octubre. 

En autos, es inconcuso que no puede obrar nin- 
guna escritura que rece derechos de propiedad en 
favor de la Compañía Carbonífera de Sabinas, á 
la mina de San Felipe y sus cinco pertenencias: 
sin esta escritura no puede juzgarse comprobado 
el dominio pretendido por los representados del 
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Señor Licenciado Antonio de la Fuente, porque 
el derecho 6 dominio pleno de los bienes inmue- 
bles, jamás ha admitido en ninguno de los Estados 
de la Federación otro modo de comprobarse, y mu- 
cho menos de las minas que conforme á la Orde- 
nanza que por muchos años constituyó la ley uni- 
forme en la Nación, siempre, y en todo caso, ha 
exigido la escritura pública para justificar el domi- 
nio pleno de una mina. 

Hay que advertir que la Compañía Carbonífe- 
ra no puede estimarse existente conforme á las 
piezas de autos, y con derechos civiles sin la pre- 
sentación del testimonio de la escritura púbHca, 
que venga á demostrar su existencia jurídica. 

En efecto, en el Estado de Coahuila es notorio 
que está vigente el Código Civil del Distrito fede- 
ral y territorios, y conforme á los preceptos de es- 
te Código, en sus artículos 2357 y 2358, ño pue- 
de constituirse ninguna sociedad civil sin la expresa 
escritura pública que le dé existencia, pues sin ella 
sus actos son perfectamente nulos, y no tiene de- 
rechos civiles de ningún género. Por consiguiente, 
si la Compañía Carbonífera no puede ostentar los 
títulos legales de su existencia, mucho menos pue- ^ 
de pretender en su favor derechos civiles que sólo 
adquieren las Corporaciones y Sociedades, cuando 
han sido constituidas en la forma establecida por 
la ley. 

Otro tanto podemos decir de la Compañía Car- 
bonífera Ferrocarrilera de Sabinas, en que parece 
que el Sr. Lie. Fuente viene refundiendo la Uama- 
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da Compañía Carbonífera con la que se dice due- 
ña del ferrocarril existente, de hecho, en los terre- 
nos mencionados, para poderse llamar personero 
de ambas compañías, designándolas con el nom- 
bre de Compañía Carbonífera Ferrocarrilera de 
Sabinas. 

Tenemos la más firme convicción de no existir 
la llamada Compañía Carbonífera Ferrocarrilera 
citada, y por consiguiente, creemos de buena fe 
que no hay en autos el testimonio de la escritura 
que legalmente le dé existencia á dicha Compañía; 
y sin esta escritura no puede decirse, ni estimarse 
legalmente, la existencia de la Compañía Carbo- 
nífera ferrocarrilera de Sabinas; y por lo mismo, no 
puede considerársele ningún derecho civil, que im- 
portando una garantía constitucional, pueda decir- 
se violado en la persona moral á quien pretendere^ 
presentar el Lie. Antonio de la Fuente. 

El título, (5 sea la comunicación de la Secretaría 
de Fomento, que sería el único recado que pudie- 
ra tener alguna relación con la Compañía Carbo- 
nífera Ferrocarrilera, no justifica la existencia de 
esta Compañía, ni mucho menos produce, en favor 
de ésta, algún derecho individual que haya podi- 
do violarse por los actos del Juez sustituto del de 
letras del distrito de Kio Grande, al ejecutar la eje- 
cutoria de amparo de 1? de Octubre del año próxi- 
mo pasado. 

La suprema orden de que se hace referencia, 
aunque con mucha dificultad, ha podido llegar á 
conocimiento de los exponentes, y la trascriben pa- 
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ra que su simple lectura haga conocer de im modo 
evidente que no se dirige á la CoiínpaSíaí Carboní- 
fera Ferrocarrilera de Sabinas, sino que dada para 
una compañía enteramente diversa, üán en el nom- 
bre, la Carbonífera Ferrocarrilera pretende abro- 
garse derechos que bajo ningún aspecto, puede 
í)roducir en su favor. 

La comunicación dice así: *^ Secretaría de Fo- 
mento, Colonización, Industria y Comercio. — Mé- 
xico, — Sección S^ — ^Número 1690.-^Se ha tecibi- 
do en esta Secretaría el ocurso de vd., fecha 30 
del mes próximo pasado, que solicita la autoriza- 
ción para explotar el ramal de Sabinas en una ex- 
tensión de 17 kilómetros 650 metros, construidos 
por esa Compañía. — ^En respuesta manifiesto á vd. 
que esta misma Secretaría autoriza á la empresa 
la explotación de dicho ramal, solamente para el 
trasporte del carbón de piedra, y que para el caso 
de que trate de hacer otra clase de trasporte, de- 
berá recabar previamente la aprobación de los iti- 
nerarios y tarifas respectivas. — ^Lo que comunico 
á vd. para su inteligencia y conocimiento. — Liber- 
tad y Constitución. México, Octubre 2 de 1884. 
(Firma) M. Fernández, O. M. — Al apoderado de la 
Compañía del Ferrocarril Internacional Mexicano. 
— ^Presente." 

Dirigida esta comunicación por el Secretario de 
Fomento á favor de la Compañía del Ferrocarril 
Internacional Mexicano, tenemos que para el mis- 
mo Ministerio de Fomento es de todo punto des- 
conocida la Compañía Carbonífera, y lo es aún más 
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la CarboníferaFerrocarrilera de Sabinas ; y no podía 
deducirse, ni aun del contexto de la misma comu- 
nicación, la existencia de la Compañía Carbonífera, 
á pesar del privilegio que viene otorgándose á la 
Compañía del Ferrocarril Internacional Mexicano. 
No existiendo conforme á la ley civil la persona 
moral de la Compañía Carbonífera, ni mucho me- 
nos la de la Compañía Carbonífera Ferrocarrilera, 
no puede atribuírsele algún derecho civil, porque 
no teniendo una existencia conforme á la ley, no 
es capaz de adquirir intereses que constituyendo 
derechos individuales se le pueda estimar con de- 
recho á reclamar violación de garantías. En con- 
secuencia, no puede hacer valer en su favor dere- 
chos y garantías para que se le otorgue, como se 
ha hecho, un amparo que debe quedar sin conse- 
cuencias jurídicas, por no existir la persona moral 
en cuyo favor se ha dictado la sentencia de pri- 
mera instancia de 12 de Marzo del presente año. 



III 

Queda demostrado que no existiendo las Com- 
pañías Carbonífera ni la Ferrocarrilera, ni mucho 
menos la Carbonífera ferrocarrilera de que se lla- 
ma representante el Sr. Lie. Antonio de la Fuen- 
te, no es susceptible de la adquisición de derechos 
civiles, y por consiguiente no puede reclamar en 
su favor violación de garantías, que descansando 



Digitized by 



Google 



20 

en los derechos civiles exigen la existencia de un 
individuo 6 persona moral constituida conforme á 
la misma ley civil para poder tener personalidad 
que pueda sufrir la violación de que se queja. 

Sin embargo, el Sr. Lie. Antonio de la Fuente, 
para invocar como violados los artículos 4, 16 y 
27 de la Constitución federal, ha comenzado por 
suponer la propiedad de los terrenos que constitu- 
yen la mina de San Felipe y sus cinco pertenen- 
cias en los terrenos del Álamo, alegando diversos 
títulos con los cuales cree comprobado el dominio 
pleno de los terrenos en que se encuentra la mina 
en cuestión. 

El Sr. Lie. Antonio de la Fuente asegura que 
su supuesta representación adquirió la propiedad 
de la mina de San Felipe por denuncio que hizo 
la Compañía llamada Carbonífera, de dos áreas 
de terreno uUífero, conforme al decreto del Estado 
número 478, de 23 de Agosto de 1882 y regla- 
mento de 27 de Diciembre de 1883, y cuya pose- 
sión se registra en la oficina de Monclova por el 
mismo perito que hizo la medición de la mina en 
4 de Febrero del año próximo pasado. 

Para comprobar la existencia del denuncio y el 
derecho para hacerlo, se trae á colación un certifi- 
cado de la oficina del Registro Público de la pro- 
piedad, expedido por la misma persona que, siendo 
designada como perito minero para el señalamien- 
to de límites en el denuncio, era la encargada de 
la mencionada oficina. 

Los documentos de esta clase están destinados 
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exclusivamente por la ley para llevar la historia 
de las fincas rústicas y urbanas, pero jamás sirven 
como prueba suficiente, y que el derecho requiera, 
para demostrar el dominio pleno de una finca, por 
que el Kegistro de la propiedad sólo sirve para evi- 
tar que se desconozcan los derechos de tercero, 6 
sea para dar á éstos la fuerza necesaria y evitar 
que sean perjudicados en los contratos en que no 
tengan intervención, y que al facilitar la movilidad 
de la propiedad raíz puedan alterar las obligacio- 
nes que contiene el Eegistro. 

De aquí resulta que el Eegistro de la propiedad, 
si bien queda sujeto á las alteraciones que haya de 
sufrir por los contratos celebrados por el propieta- 
rio, no altera ni modifica la esencia ni la existen- 
cia de los mismos contratos, sino que dejando á 
éstos con la misma fuerza y eficacia que les da la 
ley civil, conserva la historia de los mismos con- 
tratos, en cuanto á que al ser registrados alteran ó 
modifican los que contenga el registro, pero sin que 
dejen de sufrir las alteraciones que emanen de las 
obligaciones contraidas por el propietario, aun cuan- 
do éste no haya hecho registrar una estipulación. 

El Eegistro espka en fuerza de los contratos ce- 
lebrados, y sólo es necesario su tildación para los 
efectos que haya de producir contra terceras per- 
sonas, pues aunque para éstas ya no exista la obH- 
gación, subsiste no obstante el registro que tiene 
á su favor una presunción que sólo se desvanece 
cuando ha sido borrado en los términns que la ley 
lo requiere. 
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En consecuencia, el simple Kegistro de la pro- 
piedad j su certificación, sólo enseña la historia de 
una finca, pero no hace prueba alguna con relación 
á los contratos, porque éstos deben ser comproba- 
dos, así como lo debe ser el denuncio y posesión 
de una mina con el testimonio de la escritura otor- 
gada en los términos que el Código Civil y las or- 
denanzas del ramo lo exigen, porque cuando en la 
ley se determina la prueba con que se ha de de- 
mostrar la existencia de un acto civil, esta prueba 
es también un acto esencial del contrato que sin 
ella no produce efectos civiles de ninguna clase, 
pues es bien sabido el axioma de que cuando la ley 
exige determinada clase de pruebas para compro- 
bar un acto, de ningún otro modo puede justificar- 
se, si no es por el medio de prueba que la ley ha 
determinado. Quando lex requirit^ et de novo in- 
ducit aliquod genus et modum prohationis in aliquo 
actUy alliter prohari nullo modo potest 

Los certificados, pues, que de esta clase deben 
obrar en el expediente del amparo solicitado por 
el Sr. Lie. Antonio de la Fuente, no son bastantes 
por sí mismos, mientras no se presenten los testi- 
monios de las escrituras, para comprobar, ni el de- 
nuncio hecho por la llamada Compañía Carbonífe- 
ra, ni la posesión otorgada á esta Compañía, ni el 
derecho de propiedad de los terrenos en que está 
ubicada la mina de San Felipe y sus cinco perte- 
nencias, ni, finalmente, los derechos adquiridos del 
Sr. D. Antonio de la Barreda en virtud de los cua- 
les se alega el dominio pleno á una propiedad que 
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no se ha adquirido j que está bajo la salvaguardia 
y garantía de la Justicia de la Unión conforme á la 
ejecutoria de 1? de Octubre del año próximo pasa- 
do, declarada á favor de D. Femando Garza y 
socios. 

AdemáSy en el contexto del certificado del Eegis- 
tro de 4 de Febrero del año próximo pasado, se 
pone de manifiesto que ningunos derechos adqui- 
rieron los denunciantes á quienes se pretende por 
el Lie. de la Fuente suponer la representación de 
una persona moral para solicitar en su favor el am- 
paro de garantías, porque estos señores, al decirse 
dueños de los terrenos que se propusieron explotar 
como carboníferos, consintieron que en el permiso 
otorgado por el Juez de Monclova, se asentara co- 
mo segunda base del permiso, que debían quedar 
á salvo los derechos que en esa Zona tienen los 
Sres. Abraham de la Garza y socios. Lie. Mauro 
Muñoz y Compartes y D. H. B. Bucher, ínterin se 
resolviesen los juicios que hay pendientes en el 
mismo Juzgado que daba el permiso. 

Desde el momento en que se conviene por di- 
chos denunciantes que el Lie. Mauro Muñoz y so- 
cios, tienen derechos de propiedad en los terrenos 
que denunciaron, confiesa la supuesta representa- 
ción del Sr. de la Fuente, que no eran propietarios 
del terreno en que solicitaron el permiso para la 
explotación de la mina de San Felipe y sus cinco 
pertenencias, por lo que, según el mismo certifica- 
do del Registro, comprueba que no se dio la pose- 
sión, y por consiguiente que el Sr. de la Barreda 
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ningunos derechos les había transferido para lla- 
marse propietarios de los expresados terrenos. 

El Sr. de la Barreda ningunos derechos de pro- 
piedad pudo transferir á la supuesta representación 
del Lie, de la Fuente, porque este señor jamás co- 
noció el terreno de San Felipe, que siempre filé y 
ha sido poseído por los ascendientes de D. Feman- 
do de la Garza, de quien tomó su nombre; por 
consiguiente, habiendo permanecido, j estando en 
el dominio perfecto de los Sres. Garza, ascendien- 
tes de D. Femando, y hoy en poder de este último 
por razón de herencia, es fuera de toda duda que 
D. Antonio de la Barreda no pudo transferir de- 
rechos, que no tenía, en favor de la supuesta repre- 
sentación del Sr. de la Fuente, porque nadie puede 
enajenar sino el derecho que tiene en la cosa que 
vende. 

Notoria como era esta calidad de los derechos 
pretendidos de D. Antonio de la Barreda, no se 
consideró nunca como propietario en los terrenos 
en que se encuentra la mina de San Felipe la su- 
puesta representación del Lie. de la Fuente, y por 
esta razón tuvo este último señor que recurrir á 
otros medios con los cuales creyó haber consegui- 
do el dominio que no tenía y que sin embargo tam- 
poco alcanzó por los contratos que posteriormente 
celebró, pues si realmente hubiera adquirido algún 
derecho á la mina de San Felipe y sus cinco per- 
tenencias, por la compra que supone délos derechos 
de la Barreda, bien se hubiera cuidado de pretender 
adquirir el dominio por otros medios, porque no 
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podrá ignorar que la cosa en que ya tenemos el do- 
minio pleno, no puede ser materia de ningún con- 
trato, ya lucrativo, ya oneroso, para alcanzar el 
mismo dominio que ya tenemos, porque la cosa 
propia no puede entrar en estipulación con noso- 
tros mismos para hacerse nuestra en mejor condi- 
ción de la que ya lo era. 

Por último, esta denuncia tiene el defecto ca- 
pital, según el contexto del mismo certificado del 
Eegistro, de provenir de los permisos otorgados en 
25 de Enero, 1^ y 4 de Febrero del año próximo pa- 
sado, por el Juez de Monclova, porque contra estos 
permisos fueron amparados y se encuentran garan- 
tidos, los Sres. D. Femando de la Garza y Socios, á 
quienes la ejecutoria de 1? Octubre les reconoció 
el derecho perfecto de propiedad á todos los terre- 
nos que abrazan los referidos permisos. En con- 
secuencia, si la supuesta representación del Señor 
Licenciado D. Antonio de la Fuente, no tiene por 
este título ningún derecho de propiedad según lo 
manifiesta el mismo certificado del Eegistro, no 
puede invocar como violados, los artículos 4, ] 6, 
y 27, de la Constitución federal. 



IV 

Ha sido demasiado debatida ante la Suprema 
Corte de Justicia, la cuestión de si los terrenos 
carboníferos eran denunciables como minas, y con 
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arreglo á las antiguas ordenanzas españolas, ó si 
no estando comprendidas en estas ordenanzas, 
debían considerarse los terrenos carboníferos como 
propiedad del dueño de ellos, y por consiguiente 
como explotables por sólo éste. 

La diversidad de opiniones que suscitó esta cues- 
tión, vino á ser zanjada, con lo declarado en las 
ejecutorias de amparo que decidieron debían esti- 
marse los terrenos carboníferos como denunciables, 
y el denunciante tendría derecho á la explotación 
siempre que pagase el precio del terreno al propie- 
tario. 

Después de una declaración de este género por 
el Alto Tribunal de la Nación, no puede compren- 
derse cómo el Señor de la Fuente viene alegando 
en favor de su supuesta representación, un título 
que ningún derecho de propiedad les ha podido pro- 
ducir sin la compra de los terrenos carboníferos 
que constituyen la mina de San Felipe, porque si 
bien es cierto que la doctrina de la Corte permitía 
la explotación por el denunciante, también lo es 
que al no dar á éste derecho alguno, sino en vir- 
tud de la compra del terreno, ha venido á recono- 
cer implícitamente, y como es de derecho natural 
y doctrina constante en el Komano, que todo lo 
que hay debajo del suelo pertenece al dueño de 
éste. 

De aquí resulta, que al no comprobar el Señor 
de la Fuente y su supuesta representación, que 
hayan hecho la indemnización, esto es, que hayan 
comprado los terrenos carboníferos^ no han podido 
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estimárseles ni pueden tenérseles como dueños de 
la mina de San Felipe, por lo que, como verdade- 
ros detentadores, están comprendidos en los efec- 
tos de la ejecutoria de amparo de 1^ de Octubre, 
otorgada en el juicio que declaró amparados en la 
sentencia definitiva á los Señores Fernando de la 
Garza y socios. 

La calidad de detentadores de la mina de San 
Felipe y sus cinco pertenencias, resalta de la misma 
certificación expedida por el encargado del Eegis- 
tro público de Mondo va, que al asentar en el do- 
cumento las constancias del Registro, dice: '^que la 
posesión se daba quedando sólo obligado á la in- 
demnización del terreno al que resultase ser dueño 
de él por no haberse presentado nadie con ese ca- 
rácter hasta hoy." 

Si pues la supuesta representación del Señor 
Lie. de la Fuente no ha cubierto el precio del te- 
rreno ni procuró tampoco el que se dieran los pre- 
gones que la ley exige durante el tiempo que ju2:- 
ga indispensable para que se presentase el propie- 
tario y pudiese pagársele el precio, es claro que 
la supuesta representación del Lie. Fuente no ad- 
quirió el derecho del dominio pleno, y por lo mis- 
mo no puede decirse propietario del terreno en 
que está la mina de S. Felipe, en virtud del denun- 
cio hecho conforme á las ordenanzas de minería. 

Así es que, al no comprobar el Señor déla Fuente 
y su supuesta representación que hayan comprado 
los terrenos carboníferos, no pueden estimarse 
dueños de la mina de San Felipe, y como vérdá 
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deros detentadores emanados de los permisos que 
concedió el Juez de letras de Mondo va, están com- 
prendidos en los efectos de la ejecutoria de ampa- 
ro de 1? de Octubre, otorgada en el juicio en el 
que fueron parte quejosa nuestros representados, y 
por consiguiente D. Antonio de la Fuente y su 
supuesta representación no pueden invocar como 
violados en su favor los artículos 4, 16 y 27 de 
la Constitución. 

La población minera se pretende considerar por 
el Sr. de la Fuente como co-accionista en el terreno 
común de la Hacienda del Álamo, pero por más 
que se registren las piezas que constituyen la pru- 
ba presentada por el Lie. Antonio de la Fuente en 
favor de su supuesta representación, no se podrá 
encontrar justificada la propiedad indivisa de los 
detentadores, como población minera, y no teniendo 
el título de propiedad respectivo, tienen que sufrir 
los efectos de la ejecutoria de amparo, de los Sres. 
Garza y socios, que tienen justificada la propiedad 
de los terrenos, como dueños, poseedores, y ad- 
ministradores de éstos. 

De aquí resulta, que sin la justificación del me- 
jor derecho por parte de los detentadores de la 
mina de San Felipe, no podrán éstos conservar 
en su poder propiedades que amparadas por la 
Suprema Corte de Justicia, tienen que ser entre- 
gadas por el Juez ejecutor de la Sentencia, que 
bajo ningún pretexto puede permitir se hagan ilu- 
sorios los derechos emanados de la misma ejecuto- 
ria á favor de D. Femando de la Garza y socios. 
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V 



Se alega como tercer título de propiedad á la 
mina de San Felipe y sus cinco pertenencias, por 
el Sr. Lie. Antonio de la Fuente y su supuesta re- 
presentación, las compras que hizo á los que esti- 
maba dueños de la mina y de cuyas escrituras sólo 
presenta el certificado del Registro de la propiedad 
que está comprendido en las consideraciones que 
sobre esta clase de documentos quedan expuestas 
en el párrafo III de esta exposición. 

La compra, según este documento, fué de los 
derechos que, los anteriores detentadores á la lla- 
mada Compañía carbonífera, creían haber adqui- 
rido en virtud de los permisos otorgados por el 
Juez de 1? instancia de Mondo va, supueto que 
hecho el denuncio conforme á las ordenanzas tuvo 
que darse la posesión, no conforme á esta ley ge- 
neral, sino con arreglo al reglamento del Ejecutivo 
del Estado de 27 de Diciembre de 1883, porque 
estando ya vigente esta disposición no podía ex- 
tenderse á sólo las ordenanzas que no se tenían 
en consideración, ni tenían valor legal desde que 
habían sido derogadas, en cuanto á los terrenos 
carboníferos, por el decreto del Estado núm. 478, 
de que queda hecha mención. 

La supuesta representación del Sr. Lie. de la 
Fuente no adquirió ningunos derechos á la mina 
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de San Felipe en fuerza de esta compra, porque los 
permisos caducaron por el juicio de amparo otor- 
gado á los Sres. Femando de la Garza j socios: 
de suerte es, que los compradores representados 
por el Sr. Lie. de la Fuente, no adquirieron nin- 
gunos derechos á la mina de San Felipe y sus cin- 
co pertenencias, porque esta enajenación no puede 
trasmitirles mayores derechos que los que tenían 
los vendedores, pues los sucesores ya sean singu- 
lares 6 universales, tienen que adquirir el mismo 
derecho de su autor, por que á nadie le es lícito 
transferir á otro mayor derecho que el que se tie- 
ne. Nemo potest transferre quam ipse jus habere. 

Por tanto, si los vendedores de la mina de San 
Felipe y sus anexidades no adquirieron derecho 
alguno por el denuncio que hicieron con arreglo á 
las ordenanzas de minería, no pudieron transferir 
al comprador el derecho que no tenían, y el juez 
ejecutor de la sentencia de amparo otorgada á fa- 
vor de los Sres. D. Femando de la Garza y socios, 
con perfecto derecho dispuso la entrega de la mi- 
na de San Felipe y sus anexidades á los que la 
ejecutoria de la Corte había estimado verdaderos 
dueños, poseedores y administradores de los terre- 
nos en que dicha mina está ubicada. 

Estos vendedores, como denunciantes, con arre- 
glo á las antiguas ordenanzas de minería, estaban 
obligados á satisfacer el precio de los terrenos car- 
boníferos á los que resultasen dueños de ellos, sin 
cuyo requisito, según hemos dicho, no podía esti- 
márseles propietarios de la mina de San Felipe y 
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SUS cinco pertenencias, supuesto que conforme á 
las ejecutorias de la Corte no podían tomar pose- 
sión de los terrenos carboníferos sin que previa- 
mente se hiciesen dueños del terreno, es decir, sin 
que enterasen el precio que forma el valor de los 
terrenos en que está ubicada la expresada mina, 
constituyéndose entre tanto verdaderos detentado- 
res de la de San Felipe y sus anexidades. 

Como resultado de esta detentación se tiene que 
el Sr. Lie. de la Fuente no puede invocar amparo 
de garantías por violación de los arts. 4, 16 y 27 
de la Constitución Federal porque no dándole pro- 
piedad ni habiendo podido adquirir el dominio ple- 
no de la mina de San Felipe y sus anexidades, en 
virtud de la compra referida, sólo tiene la pose- 
sión natural ó sea la simple tenencia de los terre- 
nos que, como hemos visto, no da derechos de nin- 
guna clase, porque no es más que un hecho que 
no puede transferir ningún derecho real. 

Sólo las derechos reales ó personales, como de- 
rechos individuales emanados del Código Civil, 
importan una garantía que pueda violarse, pues la 
Constitución Federal, al considerar como base de 
las instituciones sociales las garantías individuales, 
sólo determina las que se refieren á la familia, á la 
vida y á los intereses que tienden á la conservación 
de los primeros, y que es uno de los derechos más 
privilegiados, porque sirve para el sostenimiento de 
la sociedad de la que los dos anteriores son su ba- 
se fundamental. 

La manutención indispensable á la subsistencia 
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del hombre, unida al trabajo corporal, ha venido á 
demostrar con evidencia que la propiedad no re- 
conoce otro origen y que debe ser protegida por la 
ley para la estabilidad de la sociedad, porque ella 
proporciona la tranquilidad de la familia, los goces 
de la vida j los medios de sostener la administra- 
ción pública que haga efectivos los derechos indi- 
viduales, conciliando el respeto recíproco y la es- 
tabilidad del gobierno. 

Los derechos individuales dejados bajo la sal- 
vaguardia de la Soberanía de los Estados los re- 
glamentan y les dan toda amplitud por medio de 
la ley civil, que estatuye los modos de adquirir el 
dominio y los derechos reales que de él se derivan 
para proporcionar al propietario la estabilidad en 
sus intereses, sin que sea permitido por la simple 
detentación ó sea la posesión natural, alegar dere- 
cho á una cosa que, no siendo nuestra, necesaria- 
mente debe ser de otro á quien por consiguiente 
le debe ser entregada ó restituida en el mismo mo- 
mento en que la reclama. 

La reclamación por la vía de amparo la ha he- 
cho el Sr. D. Femando de la Garza y socios de to- 
dos los terrenos que constituyen el rancho de San 
Felipe, en el que se encuentra ubicada la mina del 
mismo nombre y sus cinco pertenencias, y le de- 
be ser entregada por los que la ocuparon natural- 
mente ó la detentan, y los que no pueden invocar 
como violadas en su favor las garantías individua- 
les, por no serles permitido hacer nugatorio los efec- 
tos del amparo que tratan de eludir, no teniendo, 
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como no tienen, ningún derecho real en la cosa 
detentada. 



VI 

La comunicación del Ministerio de Fomento au- 
torizando á la Compañía del Ferrocarril Interna- 
cional Mexicano para la explotación del ramal de 
Sabinas en una extensión de 17 kilómetros 650 
metros, no puede dar, por razón del derecho que 
pretende establecer, ninguna facultad á la supuesta 
Compañía Carbonífera Ferrocarrilera para hacer 
valer en favor de ésta derechos que, si pudieran 
emanar de la mencionada comunicación, jamás po- 
drían hacerse efectivos en favor de una supuesta 
personalidad moral, ajena á la concesión que no 
demuestra estar autorizada en los términos de la 
ley, por la Compañía del Ferrocarril Internacional 
Mexicano, para hacerlos valer en juicio de ampa- 
ro y en provecho propio. 

Los términos de la comunicación de la Secreta- 
ría de Fomento demuestran que la concesión se hi- 
zo sólo para la explotación del carbón de piedra, 
pero no para la adquisición de derechos que lasti- 
man las garantías individuales de un tercero, al 
producir la usurpación de la propiedad raíz para 
la explotación de uno de los ramos más importan- 
tes de la riqueza pública. La mina de San Felipe 
y sus cinco pertenencias situadas á la margen iz- 

5 
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quierda del rio Sabinas, se encontraba establecida 
y en explotación perfecta mucho tiempo antes de 
que la Empresa del Ferrocarril Internacional Me- 
xicano solicitase la concesión para el estableci- 
miento del ramal que facilitase la conducción de 
los productos de la mina, por lo que no puede ni 
aun suponerse que el establecimiento accidental 
para el fácil trasporte del producto minero tuvie- 
ra por objeto, bajo el pretexto del derecho de vía, 
obtener el dominio de la mina, cuya explotación 
trataba de proteger. 

Las concesiones ferrocarrileras, al establecer el 
derecho de vía y facultar á las empresas de esa 
naturaleza la explotación de los minerales y te- 
rrenos carboníferos, siempre lo hacen con la sal- 
vedad del derecho de tercero y sin lastimar este 
derecho por medio de la expropiación, por causa 
de utilidad pública, lo que sin duda alguna se ha 
procurado hacer, porque para la ley merecen la 
misma protección la fácil comunicación de las vías 
que la explotación de los minerales, porque cons- 
tituyen la principal fuente de la riqueza nacional. 

De aquí resulta que la concesión otorgada por 
el Ministerio de Fomento á la Empresa del Ferro- 
carril Internacional Mexicano, no puede invocar- 
se por la supuesta representación del Lie, de la 
Fuente, como creando á su favor derechos que, 
bajo ningún aspecto ni por ningún contrato le ha 
trasmitido, ni le ha podido trasmitir la Compañía 
concesionaria, porque para ella misma no ha po- 
dido hacer nacer la propiedad de la mina de San 
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Felipe j sus cinco pertenencias, y ni la de los te- 
rrenos que ocupa la vía férrea. 

A la expropiación que, contra los preceptos cons- 
titucionales y concesiones ferrocarrileras, daría lu- 
gar el extender la concesión otorgada ala Empresa 
del Ferrocarril Internacional Mexicano, traería con- 
sigo la nulidad por el vicio de subrepción ú obrep- 
ción que contendría, si, como verdadero exclusivo 
privilegio otorgado á esta Empresa en virtud de 
una concesión, tuviera que hacerse extensivo á 
otros objetos diversos que el trasporte del carbón 
de piedra. 

La concesión se hizo para sólo la conducción del 
carbón de piedra, con obligación por parte del con- 
cesionario, de que si explotase alguna otra cosa ó 
condujese pasajeros, debería pedir nuevo permiso 
á la Secretaría y presentar los itinerarios y tari- 
fas respectivas para su aprobación, con la que está 
demostrando que la concesión sólo tuvo por objeto 
favorecer intereses privados, protegiendo la explo- 
tación del mineral y facilitando las labores y tra- 
bajos de la mina. 

La calidad y el objeto de la concesión otorgada 
á una Empresa protectora de otra, bajo ningún as- 
pecto puede extenderse fuera de la protección, pa- 
ra la adquisición de derechos que cuando la ley de 
concesión ferrocarrilera suele otorgarlos á una com- 
pañía de este género, es en razón del descubrimien- 
to al ejecutar sus trabajos, y nunca para lastimar 
al propietario de un terreno que tenga en explo- 
tación un mineral ó veta carbonífera. 
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En consecuencia, al no producir el derecho de 
vía la facultad de explotar la mina de San Felipe 
y sus cinco pertenencias, no puede considerarse las- 
timado ningún derecho individual de la Empresa 
del Ferrocarril Internacional Mexicano por la en- 
trega al verdadero propietario del terreno que cons- 
tituye la mina de San Felipe y sus productos que, 
aunque carboníferos, pertenecen al dueño del terre- 
no por ser de su propiedad todo lo que haya debajo 
de él, supuesto que la cosa fructifica para su dueño. 

Si ésto decimos de la Compañía del Ferrocarril 
Internacional Mexicano, con mucha mayor razón 
corresponde á la supuesta representación del Sr. 
Lie, Antonio de la Fuente, porque para esta áltima 
ningún derecho nace de la concesión del Ministe- 
rio de Fomento, que de una manera ligera quiere 
invocar, para hacer valer derechos de propiedad á 
la mina de San Felipe y sus cinco pertenencias, 
olvidando que el derecho de vía sólo produce efec- 
to para la explotación de minerales y terrenos car- 
boníferos en favor del concesionario, cuando éstos 
aparecen como consecuencia de los trabajos para 
establecer el camino, y la ley se los concede como 
premio del descubrimiento, pero nunca el derecho 
de vía puede servir para escudar usurpaciones que 
la misma ley jamás consiente, y sí trata de evitar, 
protegiendo á los mineros en sus trabajos y apro- 
vechamiento de ellos, al grado de haber reforma- 
do la Constitución Federal para uniformar la pro- 
tección y hacerla efectiva por medio de los Poderes 
de la Unión, 
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Los minerales conocidos y existentes se verían 
en gran peligro, si los derechos de vía pudiesen 
servir para proteger la usurpación, pues con sólo 
el establecimiento de una vía férrea por los luga- 
res en que existieran las minas, ó á ciencia cierta 
si sabe que el terreno es carbonífero, bastaría pa- 
ra expropiar á todos los propietarios y compañías 
que en la actualidad trabajan este ramo en la Re- 
pública. 

El trastorno social que produciría una disposi- 
ción que sancionase la usurpación y el desquicia- 
miento social, que sería su consecuencia, son consi- 
deraciones bastantes para comprender que el dere- 
cho de víajamás puede extenderse á las pretensiones 
que manifiesta la supuesta representación del Sr. 
Lie. Antonio de la Fuente, y ponen de bulto la timi- 
dez y desconfianza con que el Juez sustituto del de 
Letras del Distrito de Rio Grande obraba al acla- 
rar contra los preceptos de la jurisprudencia legal, 
el auto de 22 de Noviembre del año próximo pa- 
sado, que dictó para llevar á efecto la ejecutoria de 
amparo de V de Octubre y restringir sus efectos á 
la vía férrea, porque debió tener presente que su 
acción debía llevarla hasta poner en quieta y pa- 
cífica posesión á Don Fernando Garza y socios de 
cuanto les había sido arrebatado por los detenta- 
dores de los terrenos carboníferos. 
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VII 

La propiedad puede considerarse la creación por 
el trabajo, y el derecho que á ella se refiere, se iden- 
tifica con el derecho j dominio que el hombre tie- 
ne sobre aquel, sobre sus fuerzas y facultades co- 
mo manifestaciones naturales de su personalidad. 

El trabajo, base sólida é indestructible de la 
propiedad del hombre que vive en sociedad, no es 
tan individual y personal como á primera vista apa- 
rece, sino que es verdaderamente colectivo y co- 
perativo, porque viene á ser una aplicación concre- 
ta de las fuerzas sociales, ó sea del trabajo de otros 
miembros de la sociedad. 

Por esta razón el hombre tiene el derecho de exi- 
gir del Estado que le haga posible y le facilite con 
sus leyes el derecho primitivo y absoluto á la vi- 
da, que viene á ser la base del derecho de propie- 
dad, como resultante de las fiíerzas que ha emplea- 
do para adquirirla, siempre que á ello no se oponga 
la apropiación reaUzada ya de antemano por otro 
hombre. 

La Constitución Federal, que reconoce como ba- 
se de las instituciones sociales los derechos del 
hombre, no podía descuidar el trabajo como de- 
recho primitivo y absoluto, y tenía que conservar- 
lo, garantizarlo y protegerlo como convenía á las 
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condiciones y circunstancias de la sociedad. Así 
es que vemos que en su artículo 4? establece que: 
"Todo hombre es libre para abrazar la profesión, 
industria ó trabajo que le acomode, siendo útil y 
honesto, y para aprovecharse de sus productos. Ni 
uno ni otro se le podrá impedir, sino por senten- 
cia judicial cuando ataque los derechos de tercero, 
6 por resolución gubernativa, dictada en los tér- 
minos que marque la ley cuando ofenda los de la 
sociedad." 

En esta garantía está expresado el límite seña- 
lado al ejercicio del trabajo, de modo que el que 
trabaja sobre una materia ó propiedad ajena, no 
hace suya la cosa, porque no puede fimdar ni legi- 
timar el derecho de propiedad siempre que se opo- 
ne á la apropiación el derecho de tercero. 

Si el trabajo presupone el dominio sobre la ma- 
teria y la existencia de ésta, sin la cual no puede 
realizarse la conservación de la vida ni la creación 
segunda y apropiación de las cosas por medio del 
trabajo, la supuesta representación del Sr. Lie. An- 
tonio de la Fuente no ha podido invocar el trabajo 
de la mina de San Felipe y sus cinco pertenencias, 
para poder apropiársela y disponer de sus produc- 
tos, porque ni antes ni después del juicio de amparo, 
que ha solicitado, ha podido justificar el dominio 
preexistente que, con arreglo al Código Civil ú or- 
denanzas de minería, hubiera que reconocerle en 
el terreno en que se encuentra la mina de San Fe- 
lipe y sus cinco pertenencias, y que pudiera legiti- 
mar los trabajos que allí se emprendían. 
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Así es que, la supuesta representación del Sr. 
Lie. Antonio de la Fuente, no ha podido invocar 
en su favor la garantía otorgada por el art. 4? de 
la Constitución Federal, porque según el examen 
minucioso que queda hecho de los certificados del 
Registro de la Propiedad del Distrito de Mondo va, 
se encuentra en el caso de la limitación Constitu- 
cional, porque el trabajo, en cuyo favor lo invoca, 
lo ha estado ejecutando en un predio ajeno, cuya 
propiedad anterior se ha justificado debidamente 
en el juicio de amparo que se ejecutorió por la sen- 
tencia de V de Octubre del año próximo pasado, 
dictada en favor de los Sres. Fernando de la Gar- 
za y socios. 

La falta de títulos de propiedad para el laboreo 
de la mina de San Felipe y sus cinco pertenencias, 
al no legitimar el trabajo para que éste pueda pro- 
ducir el dominio en favor de la supuesta represen- 
tación de D. Antonio de la Fuente, no permite, ni 
da motivo legal para la queja de amparo por vio- 
lación de la garantía consignada en el art. 16 de 
la Constitución Federal, porque siendo una simple 
detentación la posesión que se alega, y no una con- 
secuencia directa del dominio, que venga á confun- 
dirse con él, no es una posesión que pueda ser 
considerada bajo el aspecto y con los requisitos que 
la ley constitucional requiere para ser protegida. 

La mayor parte de los autores constitucionahs- 
tas restringen la garantía, consignada en el art. 16 
al caso de la prisión para estimar la inquietud que 
puede ocasionarse á la persona, famiUa y posesio- 
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nes por los excesos de la autoridad pública, y la 
mayor amplitud que suele encontrarse al comentar 
el expresado artículo, se concreta á decir que hay 
violación de garantías en el caso del repetido ar- 
tículo 16, cuando se ocupan las posesiones sin el 
consentimiento del propietario para un objeto pri- 
vado. 

En ninguno de los dos casos de interpretación 
puede comprenderse la queja interpuesta por el Sr. 
Lie. de la Fuente, porque su supuesta representa- 
ción no ha sido aprehendida ni tampoco molesta- 
da en su posesión, por mandamiento de autoridad 
incompetente que dejara de fundar y motivar la 
causa legal de su procedimiento. 

El Juez ejecutor del acto reclamado, al dar cum- 
plimiento á la ejecutoria de amparo de 1^ de Oc- 
tubre próximo pasado, estaba obligado para poner 
las cosas en el mismo estado en que se encontra- 
ban antes de la violación, á devolver al verdadero 
propietario el terreno en que está ubicada la mina 
de San Felipe y sus cinco pertenencias, por encon- 
trarse comprendido dicho terreno en la queja de 
amparo, y justificada la propiedad de él por parte 
de los Sres. Femando de la Garza y socios. 

Al verificarse esta devolución por la única au- 
toridad á quien la ley de 14 de Diciembre de 1882 
reconoce con facultad bastante para proceder como 
es debido á la reposición del acto reclamado, no 
puede decirse que esta autoridad sea incompeten- 
te y que haya dejado de motivar su procedimien- 
to cuando en cumplimiento de la sentencia de 1? 
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de Octubre repone á los quejosos en el goce y 
disfrute de la propiedad de que habían sido des- 
pojados, porque e¡us est tollere cujus est condere, j 
nada es más conforme al derecho natural que el 
acto reclamado se deshaga por el mismo que lo 
ejecutó, pues ninguno otro puede darle la interpre- 
tación conveniente á sus disposiciones. 

Si es propio de la autoridad ejecutora del acto 
reclamado llevar á puro y debido efecto la ejecu- 
toria de amparo en que se le manda deshacer el ac- 
to que motivó la queja, es igualmente propio de su 
ministerio dar las órdenes convenientes para repo- 
ner las cosas en el mismo estado en que se encon- 
traban antes de la violación, porque ella es la única 
autoridad que puede estimar con verdadero cono- 
cimiento de causa la extensión á que debía llevarse 
el acto reclamado, y la única conocedora de los 
hechos y de los derechos legítimos del quejoso que 
habían sido amparados para devolverle todo aque- 
llo de que había y hubiese sido despojado. 

El Juez sustituto del de Letras del Distrito de 
Rio Grande es la autoridad ejecutora del acto re- 
clamado, es decir, es el mismo Juez que otorgó los 
permisos de 25 de Enero, 1^ y 4 de Febrero de 1884, 
y por consiguiente la autoridad conocedora de las 
personas á quienes se hizo la concesión y de los te- 
rrenos y su extensión que permitió se trabajasen 
como carboníferos en las Haciendas del " Álamo" 
y ^'Encinas," por lo que otorgándose el amparo á 
los Señores Femando de la Garza y socios contra 
los expresados permisos, debía reponer á dichos se- 
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ñores en las posesiones que les habían arrancado 
en fuerza de la concesión, y siendo una de ellas la 
mina de San Felipe y sus cinco pertenencias, de- 
bía reponerlos en el disfrute y pacífica posesión de 
los terrenos del rancho de San Felipe, en cuya ju- 
risdicción están ubicadas la referida mina y áreas 
en explotación. 

Sin la justificación del título de propiedad, nin- 
guno que se llame señor ó dueño y que realmente 
no lo sea conforme á las prescripciones del Código 
Civil ú Ordenanzas de Minería, puede decir que se 
le haya arrancado su propiedad para darla indivi- 
dualmente á otra persona, cuando esta última ha 
justificado su mejor derecho y la más cumplida 
propiedad en virtud de la que el Juez ejecutor de 
un acto reclamado la pone en la plena posesión de 
la cosa de que lo había desposeído y por cuyo ac- 
to se motivó la queja de amparo. 

La autoridad, en el ejercicio de sus atribuciones, 
no hace fuerza al llevar á efecto sus órdenes, por- 
que precisamente está constituida para cuidar del 
cumplimiento de la ley, y es propio de la judicial 
dar á cada uno lo que le corresponda, como resul- 
tado de su sentencia definitiva, por lo que si al sa- 
lir de la órbita de sus facultades lastimase algún 
derecho individual que tenga obligación de repa- 
rar en fuerza de una sentencia de amparo, nunca 
puede decirse que al volver sobre sus pasos desha- 
ciendo todos y cada uno de los actos que importan 
la violación, haga fuerza ni en la persona, ni en la 
propiedad de aquellos que la detentan en virtud del 
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mismo precepto que se destruye por la ejecutoria 
de amparo. 

La queja, pues, elevada por la supuesta repre- 
sentación del Sr, de la Fuente, es todavía más in- 
sostenible por violación del artículo 27 de la Cons- 
titución Federal, porque descansando el amparo 
otorgado á los Señores Garza y socios en el despo- 
jo que se les hizo de los terrenos en que está ubicada 
la mina de San Felipe y sus cinco pertenencias, al 
devolverse éstos, á sus verdaderos dueños, la su- 
puesta representación del Sr. de la Fuente, no ha 
podido alegar este acto como violación de garan- 
tías en su persona, y por lo mismo su queja en es- 
te particular, es de todo punto improcedente. 

De todo lo expuesto resulta que la supuesta re- 
presentación del Sr. de la Fuente, no funda ni mo- 
tiva la queja de amparo que tiene elevada á esta 
Suprema Corte de Justicia por violación de los ar- 
tículos 4, 16 y 27 de la Constitución Federal, con- 
tra los actos de la autoridad ejecutora que motivó 
el amparo de los Señores Fernando de la Garza y 
socios al ejecutar, como es debido, la sentencia de- 
finitiva de 1^ de Octubre, por lo que debe revocarse 
en todas sus partes el fallo pronunciado por el C. 
Juez de Distrito del Norte de Coahuila el doce de 
Marzo del corriente año, á favor de la supuesta 
representación del Sr. Lie. Antonio de la Fuente. 
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VIII 

En todo juicio de amparo, lo primero que hay 
que examinar es la personalidad del que se pre 
senta como quejoso para que se le hagan efectivas 
las garantías individuales, porque siendo estos jui- 
cios de tal naturaleza que siempre ha de declarar 
la sentencia definitiva en favor de individuos par- 
ticulares, sin poder jamás hacer una declaración 
general sobre la ley ó acto que motiva el amparo 
y concretada al caso especial sobre que versa el 
proceso, es indispensable que sea el mismo quejoso 
ó su representante legítimo, el que se presente exci- 
tando el oficio del Juez en favor de su queja. Por 
esta razón la ley de la materia no da acción popu- 
lar en estos juicios, y si bien admite al gestor ofi- 
cioso, lo hace exigiéndole la fianza de ley para ase- 
gurar el éxito del juicio por la ratificación del in- 
teresado, tan luego como esté en condiciones de 
poderla verificar. 

El Sr, Lie. Antonio de la Fuente no ha llenado 
estos requisitos de la ley para solicitar en favor de 
su supuesta representación el amparo en los tér- 
minos en que se ha sustanciado, pues no ha exhi- 
bido el poder conveniente, ni el de que pretende 
hacer uso se encuentra con los requisitos del dere- 
cho para que pueda surtir efectos legítimos. 

El poder que diversas ocasiones han tenido mo- 
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tivo los exponentes de examinar, y que la Corte 
Suprema de Justicia es de esperar que no lo tome 
en consideración, se encuentra otorgado por una 
persona que no tenía facultad para expedirlo, ni 
para delegar el que pudiera habérsele conferido, si 
posible fuera que una entidad moral que no existe 
otorgara esta clase de documentos. 

Bien sabido es que, en toda Sociedad, el socio 
administrador y gerente no puede lícitamente de- 
legar sus facultades, porque siendo elegido por ra- 
zón de su pericia y por la confianza ilimitada que 
en él pone la persona moral, no puede sustituir sus 
facultades en favor de un tercero, porque por este 
mismo hecho concluye el mandato, y todos sus ac- 
tos resultan nulos de pleno derecho. 

En el poder de que hace uso el Sr. Lie. Anto- 
nio de la Jj'uente, se inserta una cláusula en la que 
aparece que la supuesta Compañía Carbonífera de 
Sabinas designó como socio gerente á D. Evaristo 
Madero, y sin detallarle sus facultades, ni mucho 
menos permitirle las sustituciones del mandato, 
nombra personero al Sr. Lie. Francisco Sada, quien 
á la vez lo sustituyó en la persona del Sr. de la 
Fuente, y este último, con semejante personalidad, 
se presenta queriendo hacer valer la queja en favor 
de su supuesta representación. 

Falta, pues, la personalidad al Sr. Lie. Antonio 
de la Fuente, para legitimar sus gestiones en el jui- 
cio de amparo, y por lo mismo no puede tomarse 
en consideración su queja, porque si el apoderado, 
por regla general, no puede legitimar los actos del 
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sustituto cuando esta sustitución no se ha hecho 
con facultades ad hoc, mucho menos puede estimar- 
se válido cuando el gerente de una Compañía, sin 
las facultades necesarias, hace la sustitución, y el 
sustituto á quien no puede considerarse tal vuelve 
á sustituir en la apariencia el poder que no ha po- 
dido conferírsele. De donde resulta, que hay que 
estimar nulas de toda nulidad, por falta de repre- 
sentación, todas las actuaciones del juicio de am- 
paro promovido por el Lie. Antonio de la Fuente. 

A esta nulidad del juicio de amparo, por razón 
del peticionario, se agrega la que hay que objetar 
ala supuesta Compañía Carbonífera, á quien se su- 
pone haber adquirido los derechos de las personas 
que denunciaron, conforme á las ordenanzas de mi- 
nería, la mina de San Felipe y sus cinco pertenen- 
cias. 

Los denunciantes vendedores fueron los Sres. 
Dávila, Muñoz y de la Fuente, de los que el uno 
era el Gobernador del Estado, el otro Magistrado 
del mismo, y el último Secretario de Gobierno, y 
por razón de su gerarquía les estaba prohibido la 
adquisición de la mina, por mandato expreso de 
las ordenanzas de minería que llaman en auxilio 
de la adquisición. 

La prohibición de las antiguas ordenanzas se re- 
gistra en el art, 3, tít. 7?, que dice: "Tampoco po- 
drán tener mina los Gobernadores, Intendentes, 
Corregidores, Alcaldes mayores ni otros cuales- 
quiera justicias de los Eeales ó asientos de minas, 
ni menos los Escribanos de ellos; pero les concedo 
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el que puedan tenerlas en distinto territorio del de 
su jurisdicción." Esta prohibición pertenece al or- 
den público, porque mira á la moralidad de las ac- 
ciones del gobernante, y las leyes de este género 
no pueden dejarse sin vigor por renuncias ó con- 
venios r^nvatorwm con ve72feV>ywn^i/6Ztco non de- 
rógate y por lo mismo, no puede haber producido 
ningún efecto legal el denuncio hecho conforme 
á las ordenanzas de minería por los funcionarios 
públicos del Estado, en virtud del que pueda de- 
cirse lastimada alguna garantía individual en fa- 
vor de los cesionarios de los pretendidos derechos 
por razón del denuncio. 

El denuncio, conforme á los certificados del Re- 
gistro de la Propiedad, se hizo en 1? de Agosto de 
1882; en 23 del mismo mes y año fué sancionado 
el Decreto núm. 478, que declaró propiedad del 
dueño del terreno los criaderos del carbón de pie- 
dra, reglamentándose por el Ejecutivo del Estado 
( Sr. Dávila como Gobernador, y Lie. Antonio de 
la Fuente como Secretario) en 27 de Diciembre 
del siguiente año de 1883, y la llamada posesión de 
la mina de San Felipe se vino á verificar en 27 
de Febrero del subsiguiente año de 1884. 

La fecha en que vino á darse la posesión de la 
mina de San Felipe á los cesionarios de los fun- 
cionarios del Estado, que indebidamente dicen que 
denunciaron conforme á las ordenanzas de mine- 
ría, viene á demostrar, con evidencia legal, la pal- 
maria nuHdad de que adolece el título de posesión, 
porque la ley que se invocaba para darla se encon- 
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traba ya derogada ó aclarada por el Decreto del 
Estado y su reglamento; así es que ya no podía te- 
ner vigor alguno, ni aplicarse á casos que no com- 
prendía su disposición, porque vendría á dársele 
efecto retroactivo contra los principios garantidos 
por la Constitución Federal. 

Para que haya retroactividad en la ley, se requie- 
ren dos circunstancias: que la ley vuelva sobre lo 
pasado y lo mude, y que vuelva y lo mude en per- 
juicio de las personas que son objeto de sus dispo- 
siciones. No se podi:^^, pues, considerar como pa- 
sado á los ojos de la ley, sino lo que ya no está 
pendiente, porque todo lo que está pendiente toda- 
vía se encuentra comprendido por la ley, aun cuan- 
do disponga pura y simplemente, y por ésto quede 
sustraído á su imperio todo lo pasado. 

Se requiere en segundo lugar para que haya re- 
troactividad en la ley, que mude y altere lo pasado 
y lo haga en peguicio de las personas á que se re- 
fieren sus disposiciones, lo cual se verifica quitán- 
dole derechos actualmente adqumdos. 

Establecido el principio de la no retroactividad 
de las leyes para poner los derechos de que goza- 
mos al abrigo de los golpes que el legislador pu- 
diera darles, es evidente que no puede haber re- 
troactividad donde los derechos pre-adquiridos son 
respetados y quedan ilesos. 

Se consideran derechos adquiridos, los que han 
entrado en nuestro patrimonio y forman parte de 
él, y no pueden quitársenos por el mismo de quien 
los hemos obtenido; por lo que no son derechos 
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adquiridos los puramente facultativos, á no ser que 
los hayamos ejercido y que por razón de este ejer- 
cicio se hayan hecho nuestras las cosas que son su 
efecto. 

Las facultades otorgadas por la ley, ó derechos 
facultativos, se diferencian de las otorgadas por 
los particulares, en que éstas últimas son esencial- 
mente revocables, mientras no toman el carácter 
de derechos estipulados 6 convencionales, y aque- 
llas no dejan de serlo jamás, porque el legislador 
no contrata cuando concede ujia facultad, sino que 
permite y no se obliga, por lo que siempre con- 
serva el poder de retirar su permiso, y aquellos á 
quienes lo retira antes de que hayan hecho uso de 
él, no tienen pretexto alguno para quejarse. 

Esto mismo puede decirse y aplicarse á la ex- 
pectativa, porque la expectativa 6 esperanza no 
constituye un derecho adquirido, porque no puede 
considerarse con este carácter el derecho que no 
se ha conferido todavía, y cuya expectativa no se 
apoya sino en un acto siempre revocable. 

Para expUcar la doctrina anterior, se valen los 
autores de este ejemplo: en el estado actual de 
nuestra legislación en que los varones pueden ca- 
sarse á los catorce años y las hembras á los doce, 
se pubUca una ley nueva prohibiendo el matrimo- 
nio á los varones menores de diez y seis años y á 
las hembras menores de quince. Si un varón que 
ha cumplido los catorce años y una mujer que ha 
cumplido los doce llegan á casarse antes de ser 
obligatoria la nueva ley, nada hay que decir sobre 
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la validez del matrimonio ; pero si no han hecho 
mas que anunciar su próximo enlace por medio de 
las amonestaciones 6 proclamas, pierden por la 
promulgación de la nueva ley la capacidad que por 
la antigua tenían para casarse, el varón hasta que 
cumpla los diez y seis años y la mujer hasta 
que cumpla los quince. 

Con una doctrina tan clara y un ejemplo tan 
explícito sobre los preceptos de una ley nueva, se 
comprende desde luego que los Sres. Dávila, Mu- 
ñoz y de la Fuente, que por razón de los cargos 
que ejercían, no pudieron adquirir ningún derecho 
como denunciantes á la mina de San Felipe y sus 
pertenencias, perdieron la expectativa que tenían 
una vez publicado el Decreto núm. 478 del Esta- 
do de Coahuila y su Reglamento, porque á esta 
fecha no habían obtenido ni aún solicitado la di- 
ligencia de posesión dentro del plazo que para este 
efecto señala la Ordenanza de Minería. 

Perdidos como estaban los derechos del denun- 
cio, no pudieron los Sres. Dávila, Muñoz y de la 
Fuente, solicitar la diligencia de posesión á los dos 
años de haberse hecho el denuncio, porque las an- 
tiguas Ordenanzas de Minería en el art. 10, tít. 6^ 
señala como perentorio el término de sesenta días 
para tomar la posesión, y después de ellos se pier- 
de el derecho de adquirirla, y otro puede denunciar 
la misma mina. 

De aquí resulta que la nulidad del denuncio, al 
quitarle á este la existencia, impedía que tuviese 
lugar la diligencia de posesión conforme á las Or- 
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denanzas de Minería, y esta misma ya no podia te- 
ner su verificativo porque el Decreto del Estado 
había quitado todo derecho facultativo para denun- 
ciar y obtener por este medio los terrenos carbo- 
níferos, reconociendo al dueño del terreno los de- 
rechos individuales, preexistentes á las mismas or- 
denanzas, que le otorgan el derecho natural y la 
doctrina constante en el romano, sancionada y re- 
conocida por nuestros Códigos, de que todo lo que 
hay debajo del suelo es y pertenece al dueño de 
este. 

Estos derechos individuales han quedado ilesos 
una vez reformada la Constitución federal, pues las 
Ordenanzas vigentes, en su fracción I, art. 10, tí- 
tulo I, declaran: '^que son de la exclusiva propie- 
dad del dueño del suelo los criaderos de las diversas 
variedades del carbón de piedra, quien, por lo mis- 
mo, sin necesidad de denuncio ni adjudicación es- 
pecial, podrá explotarlo y aprovecharlo." 

La abierta oposición que tienen estas declara- 
ciones con las antiguas Ordenanzas de Minería, no 
permite que la posesión de la mina de San FeUpe 
y sus pertenencias, pudiera darse con arreglo á los 
preceptos de las últimas; pues la diligencia, á más 
de herir los derechos individuales en toda su exten- 
sión, resultaba con una nulidad de pleno derecho, 
por ser otorgada contra los preceptos terminantes 
de la ley vigente, que no consentía la expropia- 
ción y que reconocía en el dueño la facultad ex- 
clusiva de aprovecharse de los productos de su 
propiedad. 



Digitized by 



Google 



53 

Eeconocidos al dueño sus derechos preexisten- 
tes á las antiguas Ordenanzas, y declarado por la 
ley que todo lo que hay debajo del suelo es de 
la propiedad exclusiva del dueño de éste, se pal- 
pa la malicia con que la supuesta representación 
de D. Antonio de la Fuente ( que se encontraba 
explotando la mina de San Felipe y sus cinco per- 
tenencias, en virtud de los permisos de 25 de Ene- 
ro, 1? y 4 de Febrero de 1884 ), permitió, en 27 de 
Febrero del mismo año, se diese la posesión á los 
Sres. Dávila, Muñoz y de la Fuente, como denun- 
ciantes de la mina con arreglo á las antiguas Or- 
denanzas del ramo, y cuando se sustanciaba el 
amparo que terminó por la sentencia de 1? de Oc- 
tubre á favor de los Sres. Femando de la Garza y 
socios. 

Si la mina de San Felipe y sus cinco pertenen- 
cias se encontraba detentada por la supuesta Com- 
pañía carbonífera, que se estimaba dueña en virtud 
de los permisos de 25 de Enero, 1? y 4 de Febrero 
de 1884, no podía darse la posesión de ella á los 
Sres. Dávila, Muñoz y de la Fuente como denun- 
ciantes anteriores, en virtud de las Ordenanzas de 
Minería, para que adquiriesen la mencionada mina 
y sus pertenencias; porque esta propiedad no podía 
resultar á la vez con dos dueños, de los cuales el 
dominio del uno excluía al del otro, y haciendo 
emanar la propiedad de dos disposiciones legales, 
de las cuales la una derogaba á la otra, y ambas 
se hacían incompatibles para producir un mismo 
derecho en favor de diversas personas y por dis- 
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tinta causa sobre una misma cosa, que no podía 
consentir la existencia de dos señores ó dueños que 
se excluyen. 

La diligencia de posesión tenía que quedar, y 
efectivamente quedó sin efectos prácticos ni jurí- 
dicos, reducida á una simple fórmula, porque no se 
dio á los supuestos denunciantes Dávila, Muñoz y 
de la Fuente, la tenencia ó posesión natural de los 
terrenos en que se encuentra ubicada la mina de 
San Felipe y sus cinco pertenencias, ni ejercitaron 
ningún acto de dominio, sino que se dejó en plena 
y pacífica posesión á los detentadores que preten- 
den constituir la llamada Compañía carbonífera. 

Diciéndose dueña la Compañía carbonífera, por 
razón del dominio del suelo, y no habiendo sido 
inquietada en la posesión que excluía la de los 
Sres. Dávila, Muñoz y de la Fuente, como denun- 
ciantes con arreglo á las Ordenanzas de Minería, 
nada añadieron á sus pretendidos derechos con la 
compra que la supuesta representación del Sr. Lie, 
Antonio de la Fuente asegura que hizo á los Sres. 
Dávila y socios de los derechos que creían haber 
adquirido por razón del denuncio de la mina con 
arreglo á las antiguas Ordenanzas del ramo. 

El denuncio, según queda comprobado, trae con- 
sigo la nulidad por razón de los funcionarios pú- 
blicos del Estado que lo hicieron, por razón del 
decreto que derogó las prevenciones de la Orde- 
nanza antigua de Minería en cuanto á los terrenos 
carboníferos, que hacía imposible la toma de pose- 
sión por los denunciantes. Esta posesión era igual- 
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mente nula porque no pasó de una mera fórmula 
sin consecuencias legales, y porque se pretendió ob- 
tener fuera del término de los sesenta dias que 
dichas Ordenanzas señalan, y ya derogadas estas 
Ordenanzas. 

Las nulidades reseñadas demuestran la imposi- 
bilidad de que los vendedores, como denunciantes 
de la mina de San Felipe, en virtud de las Or- 
denanzas de Minería, pudieran trasmitir á los com- 
pradores ningún derecho por esta enajenación, por- 
que ninguno trasmite ó enajena sino el derecho que 
puede legalmente tener á una cosa, y como los 
vendedores ningunos derechos tenían á la espre- 
sada mina, ningunos pudieron trasmitir á la su- 
puesta Compañía carbonífera. 

El Juez sustituto del de Letras del distrito de 
Rio Grande, al ejecutar la sentencia de 1^ de Oc- 
tubre en favor de los Señores Femando de la Gar- 
za y Socios, no pudo tomar en consideración el 
denuncio de la mina de San Felipe, ya por las nu- 
lidades que en sí mismo encierra, ya porque en- 
contraba en posesión de la mina y sus cinco per- 
tenencias á los poseedores que la detentaban en 
virtud de los permisos de 25 de Enero, 1^ y 4 de 
Febrero de 1884, que no cambiaban de carácter 
por decirse propietarios en virtud de la posesión 
adquirida por los denunciantes con arreglo á las 
Ordenanzas de Minería, porque el dominio de la 
supuesta representación deD. Antonio de la Fuen- 
te, excluía el que pretenden adquirir por la com- 
pra de los derechos de los Sres. Dávila y Socios, 
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que se ha demostrado que no pudo producir efec- 
to alguno legal j que solo se invoca para eludir los 
efectos de la ejecutoria citada de 1^ de Octubre del 
año próximo pasado. 

En consecuencia, el Señor Juez sustituto del de 
Letras del distrito de Rio Grande, al ejecutar la 
sentencia de amparo de 1^ de Octubre del año próxi- 
mo pasado, no ha podido violar ni ha violado á la 
supuesta representación de D. Antonio de la Fuen- 
te, las garantías de los artículos 4, 16 y 27 de la 
Constitución federal, invocados por él en la de- 
manda de amparo, por lo que ésta debe ser des- 
echada en todas sus partes, dejando expedita la 
jurisdicción de la autoridad ejecutora para que lle- 
ve adelante su procedimiento, hasta dejar en quie- 
ta y pacífica posesión á los Sres. Femando de la 
Garza y Socios, no solo de la mina de San Felipe 
y sus pertenencias, sino de las áreas carboníferas 
dentro de las que está comprendida. 

Al desechar la queja de amparo puesta por D. 
Antonio de la Fuente, por falta absoluta de repre- 
sentación y por las nulidades que encierra su so- 
licitud, debe declararse que la autoridad ejecutora 
del acto reclamado por los Sres. Femando de la 
Garza y Socios, no se ha traslimitado en sus fa- 
cultades por exceso en la ejecución, que le es pro- 
pia y facultativa con arreglo á derecho. 
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IX 

En la iniciativa que el Ejecutivo de la Unión 
hizo al Congreso el año de 1852 para obtener la 
existencia del Supremo Poder regulador por el jui- 
cio de amparo, según aparece de la Memoria de 
Justicia de ese año, se expresa en estos términos: 
"Este poder supremo, que podemos llamar, bajo 
este respecto, un poder sobre todos los poderes, no 
dará reglas generales que anulando las disposicio- 
nes de los poderes de los Estados ó de la Unión, ex- 
citen su rivalidad ó energía para que se le sobre- 
pongan, pues limitándose al caso particular de ser 
excitado por algún individuo para que haga la de- 
claración que corresponda en justicia, sólo habrá 
ocurrido á remediar el mal en la parte que basta 
para proteger la libertad ó la inocencia, y para 
conservar en su vigor y fuerza los principios de la 
Constitución." 

Publicada la Constitución Federal bajo la in- 
fluencia de esta iniciativa, se concilio el derecho 
preexistente de toda autoridad para ser obedecida 
en todos sus mandamientos, con la base y objeto 
de las instituciones sociales, no estableciendo el 
juicio de amparo sino en favor d^ individuos par- 
ticulares y prohibiendo toda declaración general 
sobre la ley ó acto que emane de la autoridad. 
Sancionado y reconocido de este modo el respeto 
y obediencia que se debe á la autoridad constitui- 



Digitized by 



Google 



58 

da, la ley de 14 de Diciembre de 1882, al dar la 
fórmula en que debe hacerse valer la queja de am- 
paro, llevó su cortesía al grado de dejar expeditas 
las facultades de la autoridad ejecutora para vol- 
ver sobre sus pasos, deshaciendo el acto reclamado, 
convencida por la ejecutoria respectiva, de la vio- 
lación que hubiere causado. 

Si á la autoridad ejecutora del acto reclamado 
que provocó el recurso constitucional, se le reco- 
noce toda la jurisdicción que es necesaria para ha- 
cer cumplir su mandamiento, y cuando este fuere 
anulado por una ejecutoria de amparo se le deja 
también toda la autoridad que es indispensable y 
se requiere para deshacer el agravio que hubiere 
inferido al violar las garantías individuales, no pue- 
de negársele tampoco que tenga la facultad de ha- 
cer uso de todos los medios precisos y antecedentes 
necesarios para llegar á este último fin. 

De aquí resulta que la autoridad ejecutora de 
un acto reclamado tiene que conocer sumariamente 
de todo cuanto se oponga á la restitución de las 
cosas al estado que tenían antes de la violación, 
pues de otro modo sucedería que, bajo cualquier 
pretexto, sería fácil nulificar los efectos de la eje- 
cutoria de amparo, porque la misma autoridad 
ejecutora del acto reclamado, facilitaría los medios 
necesarios é indispensables para hacer nugatorio el 
efecto del mandamiento de la Corte; pues ninguno 
tan interesado, como la misma autoridad, en sos- 
tener la firmeza de los actos emanados de ella que 
provocaron el amparo. 
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Por esta razón la ley de la materia no da recurso 
contra el procedimiento de la autoridad ejecutora 
del acto reclamado, cuando ésta, en el ejercicio de 
sus atribuciones, procede á ejecutar, como es debi- 
do, el mandamiento contenido en la ejecutoria de 
amparo. 

Pero como lo natural j regular es que la auto- 
ridad ejecutora del acto reclamado no se preste á 
dar cumplimiento á la ejecutoria de amparo que le 
mande deshacer todos sus actos que causaron la 
violación, la ley tuvo necesidad de prever y pro- 
veer á lo que debía practicarse en casos de esta 
naturaleza, y dispuso que el Juez de Distrito se 
subrogase en el lugar de la autoridad ejecutora 
para llevar adelante deshacer el acto que motivó 
la queja, invistiéndole á este efecto de toda la ju- 
risdicción que le es necesaria para cumplir su man- 
damiento. 

Cuando el Juez de Distrito, en sustitución de la 
autoridad ejecutora, se limita al mero ministerio 
de llevar adelante lo que literalmente reza la eje- 
cutoria de amparo, es mero ejecutor, porque ajusta 
sus procedimientos al cumplimiento exacto de la 
cosa juzgada, y entonces no tiene lugar recurso 
alguno, porque en el ejercicio del ministerio de la 
ley que autoriza la cosa juzgada y la manda cum- 
plir, llena el objeto principal de los juicios que los 
acaba y pone en tranquilidad la República. 

Si á la ejecución de lo mandado por la Suprema 
Corte de Justicia, se oponen excepciones que exi- 
jan necesariamente su conocimiento para determi- 
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narlas y llevar á efecto la ejecutoria de amparo, es 
indispensable considerar al Juez de Distrito como 
ejecutor mixto, é investido, por lo mismo, de las 
facultades precisas é indispensables para llegar al 
objeto que se propone la Constitución federal, de 
restituir las cosas al mismo estado en que se en- 
contraban antes de la violación, á fin de que, en 
ningún caso y bajo ningán pretexto, pueda eludirse 
el precepto de la ley fundamental. 

Los Jueces de Distrito, en el conociniiento y 
decisión de las oposiciones que se hagan á una 
ejecutoria de amparo, pueden inferir ó causar al- 
gún agravio excediéndose en la ejecución de la cosa 
juzgada con relación á diversos objetos; y enton- 
ces, como ofenden el derecho natural en las per- 
sonas que no han sido citadas ni oidas en el juicio, 
y en las cosas que no han venido á él, obran con 
tan visible defecto de jurisdicción, que hacen y co- 
meten notoria fuerza, por lo que es consiguiente 
que puedan los oprimidos valerse de los medios 
convenientes para defenderse y redimirse de tales 
opresiones. 

La defensa ó redención de la opresión ó fuerza 
que los jueces de Distrito pueden hacer al cum- 
plimentar, en sustitución de la autoridad ejecuto- 
ra, lo mandado definitivamente en el juicio de am- 
paro, la establece la ley de 14 de Diciembre de 
1882 al otorgar la revisión de los actos del mismo 
juez, cuando en su art. 52 dice: **Si el quejoso, el 
Promotor fiscal ó la autoridad ejecutora creyeren 
que el Juez de Distrito por exceso ó por defecto, 
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no cumple con la ejecutoria de la Corte, podrán 
ocurrir en queja ante este Tribunal, pidiéndole que 
revise los actos del inferior. Con el informe justi- 
ficado que este rinda, la Corte confirmará 6 revo- 
cará la providencia de que se trate, cuidando siem- 
pre de no alterar los términos de la ejecutoria. El 
ocurso de los interesados y el informe del juez se 
remitirán á la Corte de la manera que ordena el 
art. 17," 

Según el texto expreso de este artículo, para que 
tenga lugar la revisión de los actos del inferior, es 
indispensable que el Promotor fiscal, el quejoso 6 
la misma autoridad ejecutora, eleven su queja á la 
Corte Suprema de Justicia, de que el juez de Dis- 
trito por exceso 6 por defecto no cumple con la 
ejecutoria de amparo. La ley en ninguno de sus 
artículos concordantes con el anterior determina 
lo que deba entenderse por exceso 6 por defecto 
en la ejecución, y como hasta hoy ninguno ha tra- 
tado la materia, hay que estimar el defecto ó el 
exceso de las mismas sentencias y de sus efectos, 
según el caso especial de que ellas se ocupen. 



X 



Pronunciada la sentencia de 1? de Octubre del 
año próximo pasado, á favor de los Sres. Fernan- 
do de la Garza y Socios, debía darse á conocer 
por conducto del Juez de distrito de Piedras Ne- 
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gras á la autoridad ejecutora, del acto reclamado 
para que procediera á cumplimentarla, restituyen- 
do las cosas al mismo estado que tenían antes de 
los permisos de 25 de Enero, 1^ y 4 de Febrero del 
mismo año. 

Kecibida en el Juzgado de distrito la sentencia 
definitiva, fué preciso determinar á quién debía es- 
timarse autoridad ejecutora del acto reclamado, 
porque el territorio jurisdiccional que pertenecía 
al Juez de primera instancia de Monclova, de don- 
de partieron los permisos, había sido designado 
nuevamente, por decreto del Estado de Coahuila, 
al Juez de letras del distrito de Rio Grande. 

Como la jurisdicción es la misma y se ejerce con 
las mismas facultades, sin contradicción se hizo 
saber la sentencia de la Corte al Juez sustituto del 
de letras de Rio Grande, por ser el Juez natural 
ó territorial de las personas y de las cosas que die- 
ron ocasión al amparo de garantías. 

Esta autoridad, en ejercicio no solo de las fa- 
cultades que le son propias cómo ejecutora del ac- 
to reclamado, sino délas que le son peculiares co- 
mo Juez protector de las personas y propiedades 
que existen dentro de su territorio jurisdiccional, 
tuvo que usar de todos los medios necesarios y va- 
lerse de todos los antecedentes precisos para escla- 
recer los hechos y los puntos de derecho que la 
condujesen á la exacta ejecución de la sentencia 
que se le mandaba cumplir. 

Practicadaslas diligencias indispensables, el Juez 
sustituto del de letras de Rio Grande, dictó su au- 
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to de ejecución en 22 de Noviembre, á fin de que 
los Sres. de la Garza y Socios fueran restituidos 
en todo aquello que de hecho j de derecho les per- 
teneciese j hubiesen sido despojados en virtud de 
los permisos dé 25 de Enero, 1^ y 4 de Febrero 
que se mandaban destruir por la ejecutoria de la 
Corte. 

En el acto de la diligencia de restitución del Ran- 
cho de San Felipe, se presentaron los detentado- 
res de la mina y sus cinco pertenencias, que se ubi- 
can en el referido rancho, haciendo oposición con 
los mismos certificados con que ha solicitado el 
amparo la supuesta representación del Lie. de la 
Fuente, y la autoridad ejecutora desechó la opo- 
sición después del examen judicial y audiencia res- 
pectiva, mandando se llevase adelante la diligen- 
cia por no haberse justificado el mejor derecho que 
se pretendía. 

Este último mandamiento, por el que se previ- 
no llevar adelante la ejecución, como emanado de 
la autoridad ejecutora del acto reclamado, no ha 
podido sor objeto de la censura del Señor Juez de 
distrito de Piedras Negras. La npticia que de él 
tuvo, solo le daba á conocer que se estaba ejecu- 
tando, como es debido, la sentencia de la Corte, 
y que si se había interpuesto una cuestión sobre 
propiedad, fué resuelta por el Juez de primera ins- 
tancia en uso de sus facultades propias, y no que- 
daba obstáculo que vencer para que los Sres. Fer- 
nando de la Garza y Socios obtuvieran cuanto les 
mandaba dar la ejecutoria de 1^ de Octubre. 
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Así lo estimó el Sr. Juez de distrito de Piedras 
Negras, al desechar el escrito que sin representa- 
ción alguna llevó ante él el Sr. Lie. D. Antonio 
de la Fuente, soKcitando el amparo de la justicia 
federal en favor de la supuesta Compañía Carbo- 
nífera Ferrocarrilera de Sabinas, de la que se lla- 
ma personero, porque su admisión importaba ha- 
cer nugatoria la sentencia que se estaba ejecutando, 
j porque no procede el amparo contra la ejecu- 
ción de dichas sentencias. 

El procedimiento observado por el Sr. Juez de 
distrito de Piedras Negras, era enteramente ajus- 
tado á los preceptos déla ley y á la naturaleza de 
las cuestiones que se traían al debate en el juicio 
solicitado por el Lie. de la Fuente. 

La ejecutoria de amparo de V de Octubre, dic- 
tada en favor de los Sres. Femando de la Garza 
y Socios, mira á protegerlos contra los permisos 
otorgados por el Juez de Mondo va para la explo- 
tación de los terrenos carboníferos de su propiedad. 

Justificada la propiedad del Rancho de San Fe- 
lipe, que fué objeto del amparo de los Sres. Fer- 
nando de la Garza y socios, debía devolvérseles á 
éstos con cuanto de hecho y de derecho les perte- 
neciera, y como en este Rancho está ubicada la 
mina de San Felipe y sus cinco pertenencias, ha- 
bía que entregárselas á los quejosos para cumpli- 
mentar, como es debido, la sentencia de la Corte. 

Al hacer la oposición á esta entrega la supuesta 
representación del Lie. de la Fuente, hizo valer su 
mejor derecho fundado en los documentos de que 
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ya nos hemos ocupado, al tratar de la violación de 
garantías que invoca en su favor, y con mucha es- 
pecialidad en la posesión que durante el juicio de 
amparo, y en el mismo año en que fuó fallado, ha- 
bía obtenido del juez de primera instancia de Mon- 
clova. 

La posesión dada conforme á las Ordenanzas de 
Minería, fué otorgada por el juez de Mondo va en 
uso de las facultades gubernativas que la ley le 
delega en sustitución de las Diputaciones de Mine- 
ría y autoridades políticas del Partido, y el testi- 
monio que de la diligencia se dá al solicitante, le 
sirve de título de propiedad. 

En oposición, la propiedad justificada en el jui- 
cio de amparo otorgado á los Sres. Fernando de la 
Garza y socios con la de la supuesta Compañía car- 
bonífera ferrocarrilera de Sabinas apoyada en el 
título de la posesión, había que decidir una cues- 
tión de preferencia de derechos para poder llevar 
á debido cumplimiento la sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia. 

Las cuestiones de este género están encomenda- 
das por la ley de 9 de Octubre de 1812, 23 de Ma- 
yo de 1837 y prevenciones relativas del Código de 
Procedimientos civiles, vigente en el Estado de 
Coahuila, á los jueces de primera instancia, ya se 
trate en ellas de los interdictos, ya del juicio ple- 
nario de posesión; por consiguiente, en el doble 
carácter que tiene la autoridad ejecutora del acto 
reclamado, no puede ponerse en duda el legítimo 
derecho con que en uso de sus facultades jurisdic- 
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cionales decidió la cuestión de preferencia, y su 
resolución no puede ser materia ni objeto de inqui- 
sición para los Tribunales federales. 

A los Tribunales federales no les es lícito sub- 
vertir el orden social; por lo que no pueden sobre- 
ponerse á las autoridades constituidas deshaciendo 
los actos que han ejecutado en ejercicio de las atri- 
buciones que la ley les demarca, de donde resulta 
que el Juez de Distrito de Piedras Negras no ha 
podido calificar ni hacer investigación alguna sobre 
la desición del Juez sustituto del de Letras de Rio 
Grande, porque no ha podido atacar la soberanía 
e independencia del Estado en el ejercicio de las 
atribuciones de su poder judicial, ni tampoco ha 
podido impedir se lleve á efecto, como es debido, 
la ejecutoria de la Corte dictada á favor de los Sres. 
Femando de la Garza y socios. 

La calificación sobre exceso ó defecto en la eje- 
cución, ni está autorizada por la ley de la materia, 
ni puede estimarse por la resolución de una auto- 
ridad judicial que no cae bajo el imperio de los 
Tribunales federales, y que al ser propia de la au- 
toridad judicial del orden común, no puede ser 
anulada por un poder extraño que vendría á des- 
truir sus propios mandamientos, si pudiese autori- 
zar la nuhdad de la resolución. 

Decididas las controversias judiciales que se sus- 
citaron en la diligencia de restitución del rancho 
de San Fehpe en que está ubicada la mina del mis- 
mo nombre y sus cinco pertenencias, por la auto- 
ridad judicial competente, dando á cada uno lo 
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que le correspondía, con arreglo á la justicia dis- 
tributiva, los tribunales federales sólo tienen que 
observar que pocas veces se ejecuta una sentencia 
de amparo con tanta exactitud como se ha hecho 
con la de 1^ de Octubre de 1884, porque es tam- 
bién muy raro que la autoridad ejecutora de un 
acto reclamado, sea la misma autoridad judicial 
que en uso de sus atribuciones puede remover to- 
dos los obstáculos que se opongan á la ejecución 
de una sentencia de amparo. 

Calificados por la autoridad judicial competen- 
te los títulos de propiedad alegados por la supues- 
ta Compañía Carbonífera ferrocarrilera de Sabi- 
nas, y desechados por aquella, no pueden servir 
para fundar ni el exceso de ejecución que se atri- 
buye á los actos del Juez sustituto del de Letras 
de Eio Grande, ni la queja de amparo por viola- 
ción de garantías individuales á que no han dado 
ni pueden dar origen los expresados títulos. 

En consecuencia, el auto de 22 de Noviembre 
pronunciado por el Sr. Juez sustituto del de Letras 
de Eio Grande, en que mandó se llevase adelante 
la ejecución de la sentencia definitiva de 1^ de Oc- 
tubre de 1884, no puede ser atacado por la supuesta 
representación del Lie. de la Fuente, con el vicio 
de exceso en la ejecución, ni tampoco por viola- 
ción de las garantías consignadas en los artículos 
4, 16 y 27 de la Constitución federal. 
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Eeasumiendo todo lo expuesto, resulta: que el 
Sr. Lie. Antonio de la Fuente carece de persona- 
lidad para haber solicitado el amparo de garantías 
en favor de la supuesta representación de la Com- 
pañía Carbonífera Ferrocarrilera de Sabinas. 

Que la llamada Compañía Carbonífera Ferro- 
carrilera de Sabinas, no tiene existencia legal 
conforme á las prescripciones del Código civil j 
Ordenanzas de Minería, y por consiguiente la de- 
claración de amparo que se diera en su favor no 
producirla efectos legales por faltar el individuo ó 
persona moral que pudiera ser objeto de la viola- 
ción que se invoca. 

Que los títulos que se presentan deseando jus- 
tificar la propiedad de la mina de San Felipe y sus 
cinco pertenencias, han sido ya calificados por el 
juez territorial respectivo y declarados comprendi- 
dos en los efectos de la sentencia de amparo de V 
de Octubre de 1884 otorgada á favor de los Sres. 
Fernando de la Garza Cantú y •socios. 

Que los certificados delEegistro de la propiedad 
que se presentan como títulos de la mina de San 
Felipe y sus cinco pertenencias, por sí mismos no 
son bastantes para producir derechos civiles que 
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pudieran haber sido lastimados, causando la vio- 
lación de los arts. 4, 16 y 27 de la Constitución 
federal. 

Que el auto de 22 de Noviembre de 1884, por 
el que el Sr. Juez sustituto del de Letras de Rio 
Grande mandó llevar adelante la ejecución de la 
sentencia de amparo de V de Octubre del mismo 
año otorgada á favor de los Sres. Fernando de la 
Garza Cantú y socios, no contiene vicio alguno 
que pueda ser calificado como exceso en la ejecu- 
ción, y que éste no provoca la revisión de la Corte 
porque la ley no lo autoriza, ni le es lícito á este 
alto Tribunal revisar los actos del Poder Judicial 
de los Estados en el ejercicio de sus atribuciones 
propias. 

Por todo lo cual al Tribunal Pleno de la Corte 
Suprema de Justicia los exponentes, confiados en 
la justificación de los ciudadanos Magistrados que 
lo componen, suplican se sirva revocar en todas 
sus partes la sentencia de amparo concedido por 
el Sr. Juez de Distrito de Pie ^ ^' 
de Marzo del corriente año, á f 
Compañía Carbonífera Ferrocí 
declarando que la Justicia de 1 
ni protege á dicha supuesta Co 
berse violado, ni podido violar 
de la Constitución federal. 

Igualmente esperan se sirva 
nal Pleno, que debe subsistir ; 
sus partes el auto de 22 de N 
dictado por el Sr. Juez sustiti 
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de Ot 
Fernán 

Que lo 
que se pre, 
Felipe y sui 
son bastante» 
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